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Resumen: En la interpretación dominante de las potestades públicas de 
que se encuentran investidos los municipios para intervenir en el siste-
ma de evaluación de impactos ambientales, estos son considerados como 
servicios públicos cuya participación debe circunscribirse a ciertos már-
genes dados. Por una parte, por el marco de los artículos 8º y 9º ter de la 
Ley Nº 19.300 relativos a la compatibilidad de los proyectos evaluados 
con las políticas, planes y programas municipales, y con los instrumen-
WRV�GH�SODQL¿FDFLyQ�WHUULWRULDO�DSOLFDEOHV��3RU�RWUD�SDUWH��GHEHQ�FLUFXQV-
cribirse a lo indicado por el artículo 31 de la Ley Nº 19.300, sobre el 
rol de los municipios como garantes de la participación ciudadana en 
el procedimiento. No obstante, en la jurisprudencia reciente de la Corte 
Suprema se ha establecido la existencia de una presunción de interés le-
gítimo de estos órganos para intervenir en dichos procesos de evaluación 
ambiental. Para dar sustento a esta presunción se ha hecho referencia a 
su competencia constitucional de satisfacer las necesidades locales. Este 
trabajo pretende explicar dicha evolución desde el concepto de garantías 
institucionales asociadas a la autonomía municipal. 

PalabRas clave: autonomía municipal, interés legítimo, garantías insti-
tucionales.

abstRact: Local authority’s public powers to take part in the environ-
mental assessment process traditionally equate to those of a mere public 
service whose participation must be circumscribed to the limits given by 
DUWLFOHV� ��� �� WHU� DQG� ��� RI� ODZ� QXPEHU� �������� 7KH� ¿UVW� WZR� UHODWH� WR�
the compatibility of the project under evaluation with local policies and 
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plans, and its compliance with the local urban planning. And the last 
one, to the overseeing powers over public participation processes con-
ducted as part of the environmental assessment process. Nevertheless, 
recent Supreme Court decisions, analyzing the constitutional powers of 
said institutions, have recognized the existence of a presumption of legiti-
mate interest in their favor to take part and submit comments during said 
processes, and to challenge environmental administrative decisions. The 
premise of this paper builds on that presumption as an expression of the 
institutional guarantee associated with their autonomous character.

Keywords: Local governments autonomy, legitimate interest, institutional 
guarantees.

1. introducción

El concepto de autonomía municipal, que se encuentra implícito en la 
sección orgánica de nuestra ley fundamental, participa activamente del ca-
rácter polémico inherente a todo concepto constitucional, por tratarse de un 
concepto indeterminado y heterogéneo. Por lo tanto, cada vez que nos vea-
mos enfrentados a un caso difícil para cuya solución se nos exija atribuirle 
XQ�VLJQL¿FDGR�HVSHFt¿FR�D�HVWH�FRQFHSWR��WHQGUHPRV�GRV�RSFLRQHV���L��DWUL-
EXLUOH�XQ�VLJQL¿FDGR�TXH�VH�DOLQHH�FRQ�QXHVWUDV�SUHIHUHQFLDV�SROtWLFDV��HQ�
cuyo caso habremos abandonado la ciencia jurídica y poco podrá decirse 
sobre los méritos de la solución, o (ii) apelar al carácter constitutivo de los 
conceptos constitucionales, o, en otras palabras, apelar a “los compromisos 
fundacionales cuyo desarrollo constituye nuestra biografía”1, en virtud 
GH�ORV�FXDOHV�GHELHVH�VHU�SRVLEOH�FLUFXQVFULELU�HO�FRQÀLFWR�D�XQD�FXHVWLyQ�
de principios, o, lo que es lo mismo, a estándares de racionalidad comunes 
por referencia a los cuales se nos permite lograr una solución ajustada a 
dicha norma fundamental, sin por ello diluirla y privarla de su carácter 
fundacional.

(QWUH�ODV�GH¿QLFLRQHV�PiV�UHOHYDQWHV�DXWRQRPtD�PXQLFLSDO��R�ORFDO��SR-
demos destacar la contenida en la Carta Europea de Autonomía Local de 
������TXH�OD�GH¿QH�FRPR�“el derecho y la capacidad efectiva de las entida-
des locales de ordenar y gestionar parte importante de los asuntos públicos, 
HQ�HO�PDUFR�GH�OD�OH\��EDMR�VX�SURSLD�UHVSRQVDELOLGDG�\�HQ�EHQH¿FLR�GH�VXV�

1 atria (2016), p. 265. 
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habitantes”2, y la desarrollada por el Tribunal Constitucional de España, 
TXH�OD�KD�GH¿QLGR�FRPR�³XQ�GHUHFKR�GH�OD�FRPXQLGDG�ORFDO�D�SDUWLFLSDU��
a través de órganos propios, en el gobierno y administración de cuantos 
asuntos le atañen”3�� (Q� HO� FRQFLHUWR� QDFLRQDO�� VRQ� GH� LQWHUpV� ODV� GH¿QL-
ciones ofrecidas por noGueira alcalá –citado por villaGrán–4, quien 
nos dice que, atendidas las particularidades del régimen chileno, la autono-
mía debe ser entendida en sentido de autonomía administrativa o autarquía, 
en sentido jurídico estricto, esto es, que como entes jurídicos que disponen 
de capacidad para autoadministrarse en el ámbito de sus atribuciones, con 
independencia del nivel administrativo regional y nacional. En términos 
organizativos, Fernández5 destaca que esta implica la facultad muni-
cipal para darse la estructura interna que estime adecuada para ejercer las 
funciones que le son propias.

Nuestra jurisprudencia constitucional también ha tenido oportunidad 
de referirse a este concepto. Así, el Tribunal Constitucional, en causa Rol 
Nº 80-1989, dictaminó que no es óbice al carácter autónomo del muni-
cipio el que el constituyente no lo haya señalado expresamente en la ley 
fundamental, pues tal carácter se desprende de sus características, conteni-
das en el artículo 118 de la Constitución Política de 1980, las cuales son: 
(i) corporaciones de derecho público; (ii) personalidad jurídica y patrimo-
nio propio, y (iii) con atribuciones propias derivadas directamente de su 
ley orgánica constitucional.

El problema conceptual de la autonomía municipal, al menos en el 
contexto nacional, es de orden material y no meramente formal. Las di-
¿FXOWDGHV� TXH� DTXHMDQ� D� ORV�PXQLFLSLRV� GLFHQ� UHODFLyQ� FRQ� VX� LQVHUFLyQ�
institucional y con su relación con el resto de los órganos que componen 
OD�HVWUXFWXUD�DGPLQLVWUDWLYD�HVWDWDO��(YLGHQFLDV�GH�GLFKDV�GL¿FXOWDGHV�SR-
demos encontrar no solo en la ciencia jurídica, sino que también en la 
historiografía del municipio chileno.

Se ha sostenido, por ejemplo, que la no consagración del principio de 
OD�VXEVLGLDULHGDG�UHVSHFWR�GHO�UpJLPHQ�ORFDO�FKLOHQR�KD�VLJQL¿FDGR�TXH�HO�
poder central absorbe para sí la mayoría de las competencias –incluidas 

2 Carta Europea de Autonomía Local (1985), artículo 3. 
3 Tribunal Constitucional de España, sentencia Nº 32/81, de 28 de julio de 1981.
4 villaGrán (2013), p. 200.
5 Fernández (2007), passim.
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aquellas que es preferible que sean atendidas por los municipios atendida 
su proximidad y cercanía–, restando a las comunidades locales poder para 
tomar decisiones sobre los asuntos que les atañen directamente y asegurán-
dose así el más amplio control sobre su gestión6. 

Por otro lado, se ha puesto especial énfasis en las vicisitudes a las que se 
han enfrentado históricamente los municipios7, tales como su instrumen-
talización por parte de la aristocracia dominante, la corrupción electoral y 
ORV�SUREOHPDV�GH�GHV¿QDQFLDPLHQWR��HQWUH�RWURV�

La historiografía del municipio chileno, como fenómeno jurídico y so-
cial, se ha centrado también en resaltar críticamente cómo cuestiones aje-
nas al concepto de autonomía han incidido en su percepción y su desarrollo 
institucional. Así, Julio alemparte8 y Alfonso valdebenito9 nos dicen 
que el cabildo colonial –predecesor del municipio– tuvo un rol protagónico 
en la construcción de la República. Además, Gabriel salazar10, rojas11 
y villaGrán12 sostienen que el retroceso de este en la historia institucio-
nal de Chile obedeció a razones ajenas a la institución misma (relativa a 
FXHVWLRQHV�FRPR�H[FHVLYR�FHQWUDOLVPR��GHVFRQ¿DQ]D�� FRUUXSFLyQ��ROLJDU-
quías competitivas, manipulación electoral, entre otros).

Por último, cabe relevar que la consolidación del centralismo político e 
institucional13 nos permite explicar que, pese a los esfuerzos legislativos, 
persista una inserción institucional débil de los municipios en el esquema 
organizativo estatal y la precariedad presupuestaria que enfrenta esta insti-
tución es directamente atribuible a ello14.

Pese al panorama, es indispensable relevar que los entendimientos co-
munes de todo concepto jurídico deben ser contrastados permanentemente 
con el quehacer del legislador y especialmente el del juez como intérprete 

6 villaGrán (2013), p. 192.
7 zapata (2020), passim.
8 alemparte (1940), passim.
9 valdebenito (1973), passim.
10 salazar (2019), pp. 91-94.
11 rojas (2019), passim.
12 villaGrán (2010), p. 225.
13 montecinos (2005), pp. 443-462.
14 vial (2014), passim.
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auténtico de la ley. Por ello resulta plausible sostener que, como resulta-
GR�GH� OD�FRQÀXHQFLD�GH� ODV� LQQRYDFLRQHV�QRUPDWLYDV�\� MXULVSUXGHQFLDOHV�
en materia ambiental con los preceptos constitucionales vigentes, la Ley 
Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y con los demás 
cuerpos legales que rigen a los consistorios nacionales, es posible advertir 
XQD� UHVLJQL¿FDFLyQ� GHO� FRQFHSWR� GH� DXWRQRPtD�PXQLFLSDO�� HO� FXDO� VH� KD�
enriquecido para dar paso a un entendimiento distinto, más acorde con las 
expectativas que el mundo moderno impone sobre el órgano estatal que, 
constituye una de las expresiones más acabadas del principio democrático 
y de la soberanía.

En concreto, la tesis de este artículo consiste en que un análisis armó-
nico de la más reciente jurisprudencia de la Corte Suprema15 nos debiese 
conducir a la conclusión de que la amplia interpretación que dicha Corte 
hace de distintas normas legales16 es funcional para:

a) Conferir legitimación a los municipios para emitir observaciones 
ciudadanas en los procesos de participación ciudadana en los pro-
cesos de evaluación de impacto ambiental; 

b) Presentar observaciones en consultas de pertinencia de ingreso de 
proyectos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; 

c) Solicitar la invalidación de actos administrativos de contenido am-
biental, y

d) Accionar ante la judicatura especializada. Es una expresión de una 
de las garantías institucionales inherentes a la autonomía constitu-
cional de los municipios y que ello, en último término, se debe a la 
FRQÀXHQFLD�GH�XQD�DPSOLDFLyQ�GHO�FRQFHSWR�GH�DXWRQRPtD�ORFDO�GHV-
de sus raíces constitucionales, con los importantes avances teóricos 
y prácticos que, en nuestra judicatura, han tenido los principios de 
la participación ciudadana y de acceso a la justicia ambiental.

15 Causas Roles Nºs. 12802-2018, 72108-2020, 129344-2020 y 84513-2021, en mate-
ria de municipios, interés legítimo, evaluación de impacto ambiental y participación 
ciudadana.

16 Artículo 1º de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; ar-
tículo 18 de la Ley Nº 20.600, que crea los Tribunales Ambientales; artículo 54 de la 
Ley Nº 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente; artículo 21 Nº 3 de la Ley 
Nº 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los 
actos de los Órganos de la Administración del Estado, y artículo 23 del Código de 
Procedimiento Civil.
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De lo anterior se sigue que una interpretación formalista y asistémica 
de los artículos 8º, 9º ter y 31, todos de la Ley Nº 19.300, y sus correla-
tos reglamentarios, para determinar el rol que cabe a los municipios en el 
contexto del procedimiento de evaluación de impacto ambiental, deviene 
no solo en incompatible por contravenir el citado artículo 21 Nº 3 de la 
Ley Nº 19.880, sino que en inconstitucional por suponer una reducción 
LQMXVWL¿FDGD�GH�XQD�GH�ODV�FRPSHWHQFLDV�TXH�IRUPD�SDUWH�\�GD�VHQWLGR�DO�
municipio: intervenir en todos asuntos de interés local que tengan aptitudes 
para impactar el territorio comunal y los sistemas de vida de sus habitantes.

Para demostrar que dicha interpretación judicial implica una desnatura-
OL]DFLyQ�LQMXVWL¿FDGD�GH�OD�DWULEXFLyQ�PXQLFLSDO�UHODWLYD�DO�DVHJXUDPLHQWR�
del desarrollo de sus territorios en el sentido de que esta les habilita para 
actuar en todo asunto que ataña y/o afecte directamente a sus comunidades, 
en el apartado 2 (“La evaluación de impactos ambientales y el rol munici-
pal en la legislación y la jurisprudencia”) se desarrolla un análisis crítico 
de las competencias ambientales municipales en el contexto de los proce-
dimientos de evaluación de impacto ambiental; enseguida, en el apartado 
3 (“De la interpretación de estas competencias por la judicatura nacional 
y de su evolución”), se aborda la jurisprudencia que sobre estas han pro-
ducido los tribunales ambientales y la Corte Suprema, poniendo especial 
énfasis en la transición desde el criterio residualista al de la presunción del 
interés y desde dónde este es construido por la judicatura, y, por último, en 
el apartado 4 (“De la garantía institucional de la autonomía municipal”), 
para fundar la racionalidad normativa de dicha presunción, se desarrolla el 
concepto de las garantías institucionales y sobre cómo estas son, en último 
término, el concepto que dan un mejor sentido al cambio en la jurispru-
dencia. A modo de conclusiones, se ofrece un contraste de la tesis con los 
resultados, y del rol que los conceptos jurídicos ambientales juegan en la 
construcción de la presunción sobre la que versa este trabajo.

2. la evaluación de impactos ambientales y el  
rol municipal en la leGislación y la jurisprudencia

En presente apartado se analizan los artículos 8º, 9º ter y 31 de la Ley 
Nº 19.300 y su relación con los instrumentos de gestión local a los que se 
encuentran vinculados. No obstante, en forma previa a abordar de lleno 
el análisis de dicho articulado, cabe hacer algunas precisiones de carácter 
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general respecto del contexto en que se insertan, su procedencia, de los 
aspectos de la gestión local a los que se vinculan y, por último, de su valor 
jurídico.

En cuanto a su inserción institucional, resulta necesario precisar que 
estas normas operan en el contexto del Sistema de Evaluación de Impactos 
Ambientales, el cual es administrado por el Servicio de Evaluación Am-
biental y que, en términos generales, es un sistema cuyo objetivo esencial 
es proveer de información a los tomadores de decisiones sobre las conse-
cuencias ambientales de actividades o proyectos, dirigir dichas decisiones 
y garantizar la participación de los más afectados por aquella17.

En cuanto a su procedencia, se debe destacar que estos pueden ser emi-
tidos tanto respecto de Declaraciones de Impacto Ambiental como respecto 
de Estudios de Impacto Ambiental, no existiendo diferencias sustantivas 
en cuanto a su contenido.

En cuanto a los aspectos de la gestión local a los que se vinculan estos 
informes, corresponde aclarar que solo los artículos 8º y 9º ter de la Ley 
Nº 19.300 se encuentran asociados a instrumentos de gestión local pro-
piamente tales, y que el artículo 31 de la Ley Nº 19.300 se asocia genéri-
camente a los municipios a propósito de su cercanía con la población que 
FRPSRQJD�HO�iUHD�GH�LQÀXHQFLD�GHO�SUR\HFWR�

Finalmente, en cuanto a su valor jurídico, cabe precisar que los infor-
mes expedidos respecto de los instrumentos de gestión local deben ceñirse 
a las reglas propias que rigen las competencias locales a las que se asocian 
y que, pese a todo ello, carecen de fuerza vinculante para el Servicio de 
(YDOXDFLyQ�$PELHQWDO� HQ� YLUWXG� GH� OR� SUHYLVWR� HQ� HO� LQFLVR�¿QDO� GHO� FL-
tado artículo 24 del Reglamento del Sistema de Evaluación de Impactos 
Ambientales en relación con el artículo 38 de la Ley Nº 19.880. Dichas 
normas dicen relación con el carácter meramente facultativo y el valor no 
vinculante de los informes sectoriales que se emitan en el contexto de la 
evaluación de proyectos. Por otra parte, respecto de las competencias sobre 
adecuada publicidad y de participación vecinal, resulta importante desta-
car que se trata de obligaciones de carácter procedimental respecto de las 
que el legislador no dispuso formas concretas para su ejercicio, de modo 
que estas deben ser interpretadas por referencia a las reglas generales que 

17 sands et al. (2018), p. 657.
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resulten aplicables, cuestión que cobrará especial relevancia al analizar los 
pronunciamientos de los tribunales ambientales sobre las mismas.

2.1. Del plan comunal de desarrollo

La referencia al plan comunal de desarrollo se encuentra en el artículo 
9º ter de la Ley Nº 19.300, cuyo tenor literal es el siguiente: 

“Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o 
Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales 
proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de 
desarrollo regional, así como con los planes de desarrollo comunal. 

La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pro-
nunciamiento a al Gobierno Regional respectivo, así como a las munici-
SDOLGDGHV�GHO�iUHD�GH�LQÀXHQFLD�GHO�SUR\HFWR��FRQ�HO�REMHWR�GH�TXH�HVWRV�
señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y 
programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, 
respectivamente”.

El correlato reglamentario de esta disposición es dual. El primero es el 
inciso segundo del artículo 13 del Reglamento del Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental, el cual, junto con reiterar que el relacionar el proyecto 
con dichos instrumentos es una obligación del titular, explicita lo siguiente: 

“Para evaluar la forma en que el proyecto o actividad se relaciona con las po-
líticas, planes y programas de desarrollo regional y comunal, el titular deberá 
indicar si la tipología del proyecto o actividad se encuentra reconocida en al-
guna de las definiciones estratégicas, objetivos generales u objetivos específi-
cos de dichos instrumentos. Del mismo modo, deberá indicar cuáles de dichas 
definiciones y objetivos se ven favorecidos o perjudicados por el proyecto”. 

El segundo es el artículo 34 del Reglamento en comento, el que regula, 
entre otras cosas, la forma y el plazo en que el municipio respectivo debe 
emitir su informe sobre la compatibilidad del proyecto presentado con sus 
planes, políticas y programas.

Aclarado lo anterior, menester es precisar que el plan comunal de de-
sarrollo, como instrumento de gestión, tiene su origen en el Decreto Ley 
Nº 1.289, de 1976, en que se estableció este instrumento como una obliga-
ción privativa del municipio, para cuya confección debía ponerse especial 
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énfasis en los aspectos sociales y territoriales de la comuna. No obstante, 
VX�IRUPXODFLyQ�GHEtD�VHU�FRQFRUGDQWH�FRQ�ORV�UHTXHULPLHQWRV�GH�OD�SODQL¿-
cación regional y se encontraba, en último término, sujeto a la aprobación 
del intendente respectivo, en su calidad de máxima autoridad regional. 

Luego, con la dictación de la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades Nº 18.695, en 1988, este persistió prácticamente en los mis-
mos términos, con la salvedad de que, con la creación de los Consejos de 
Desarrollo Comunal, pasó a ser dicho órgano colegiado el que debía ser 
consultado por la autoridad edilicia durante el proceso de elaboración y de 
aprobación.

No obstante, sería por intermedio de las Leyes Nº 19.602, de 1999, y 
1����������GH�������TXH�PRGL¿FDURQ�OD�/H\�2UJiQLFD�GH�0XQLFLSDOLGDGHV��
que el plan comunal de desarrollo adquiriría un carácter preponderante 
FRPR�LQVWUXPHQWR�GH�JHVWLyQ�ORFDO��(Q�OD�SULPHUD�PRGL¿FDFLyQ��SURPRYLGD�
con el objetivo de “consolidar y modernizar la administración municipal, 
fortaleciendo su legitimidad institucional de los municipios, todo lo cual 
habrá de incidir en el robustecimiento de su capacidad de gestión para 
atender los asuntos comunales que les son propios”18, se introdujo un con-
FHSWR�GH�SODQ�GH�GHVDUUROOR�FRPXQDO�TXH�OH�FDOL¿Fy�FRPR�HO�LQVWUXPHQWR�
rector de la gestión comunal e incorporó la necesidad de considerar la par-
ticipación de la comunidad en su elaboración, además de establecer meca-
QLVPRV�EODQGRV�GH�¿VFDOL]DFLyQ�WDQWR�SDUD�HO�FRQFHMR�PXQLFLSDO�FRPR�SDUD�
las organizaciones comunitarias reunidas en el consejo económico y social 
FRPXQDO��(Q�OD�VHJXQGD�PRGL¿FDFLyQ�UHIHULGD��GLFKR�FRQVHMR�SDVDUtD�D�OOD-
marse consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, el que tiene 
una conformación mucho más amplia que incluye, entre otros, a las orga-
nizaciones territoriales y funcionales constituidas en el territorio comunal.

En su versión actualizada, la letra a) del artículo 3º de la Ley Orgáni-
FD�GH�0XQLFLSDOLGDGHV�HVWDEOHFH�TXH�HODERUDU��DSUREDU�\�PRGL¿FDU�HO�SODQ�
comunal de desarrollo es una competencia de carácter privativo del mu-
nicipio en el ámbito de su territorio, y que aquel, en su aplicación, deberá 
armonizarse con los planes regionales y nacionales. Luego, el artículo 6º 
de dicho cuerpo normativo, por su parte, dispone que toda gestión muni-
cipal deberá contar con, a lo menos, un plan comunal de desarrollo y sus 
programas asociados, entre otros. 

18 biblioteca del conGreso nacional (1999), p. 3.
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(QVHJXLGD��HO�DUWtFXOR����GH�OD�OH\�HQ�FRPHQWR�OR�GH¿QH�GH�OD�VLJXLHQWH�
forma: 

“El plan comunal de desarrollo, instrumento rector del desarrollo en la co-
muna, contemplará las acciones orientadas a satisfacer las necesidades de la 
comunidad local y promover su avance social, económico y cultural. Su vigen-
cia mínima será de cuatro años, sin que necesariamente deba coincidir con el 
período de desempeño de las autoridades municipales electas por la ciudada-
nía. Su ejecución deberá someterse a evaluación periódica, dando lugar a los 
ajustes y modificaciones que correspondan. 

En todo caso, en la elaboración y ejecución del plan comunal de desarrollo, 
tanto el alcalde como el concejo deberán tener en cuenta la participación ciuda-
dana y la necesaria coordinación con los demás servicios públicos que operen 
en el ámbito comunal o ejerzan competencias en dicho ámbito”.

La regulación de este instrumento en la Ley Orgánica Constitucional 
Municipal contempla además las siguientes disposiciones: el deber de su 
implementación dentro de los márgenes de los planes regionales y naciona-
les (artículo 9º); el deber de rendir cuenta a la comunidad sobre las accio-
nes realizadas para su implementación (artículo 67, letra b)); el derecho de 
los concejales a solicitar la priorización de alguna de sus acciones (artículo 
79, letra g)); la forma en que debe presentarse para acuerdo del concejo el 
plan de desarrollo comunal (artículo 82); el deber de regular en una orde-
nanza los mecanismos de participación ciudadana en los asuntos munici-
pales (artículo 93 y siguientes); el deber de mantener permanentemente a 
disposición del público copia del plan (artículo 98, letra a)); el derecho del 
alcalde, con acuerdo del concejo, de convocar a plebiscito comunal para 
DSUREDU�R�PRGL¿FDU�HO�SODQ�GH�GHVDUUROOR��DUWtFXOR�����

Para determinar los alcances del plan comunal de desarrollo como ins-
trumento rector de la gestión comunal se abordarán los aspectos jurídicos 
–esto es, al tenor literal y la técnica legislativa– y algunos estudios sobre 
el grado de cumplimiento de las obligaciones asociadas a su elaboración y 
¿VFDOL]DFLyQ�

Con respecto al tenor de las normas que lo regulan es posible esta-
blecer los siguientes como los aspectos positivos de su regulación: (i) su 
elaboración se trata de una obligación indisponible para los alcaldes; (ii) en 
dicho proceso debe contar con el acuerdo del Consejo Comunal de Orga-
QL]DFLRQHV�GH�OD�6RFLHGDG�&LYLO���LLL��SDUD�HIHFWRV�GH�VX�¿VFDOL]DFLyQ��GHEH�
darse cuenta periódica de su cumplimiento tanto a los concejales como a la 
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comunidad, y, por último, (iv) exige considerar las aportaciones que hagan 
los vecinos en el proceso de su elaboración.

1R�REVWDQWH��SHVH�D�TXH�VH�OH�HQWUHJDQ�IDFXOWDGHV�GH�¿VFDOL]DFLyQ�WDQWR�
al concejo municipal como al consejo comunal de organizaciones de la 
sociedad civil, el no haber aparejado a estas, otras complementarias para 
DGRSWDU�PHGLGDV�HQ�FDVR�GH�TXH�VH�GHWHFWDUHQ�UHWUDVRV�LQMXVWL¿FDGRV�R�VLJ-
QL¿FDWLYRV�HQ�VX�LPSOHPHQWDFLyQ��QL�SDUD�KDFHU�HIHFWLYD�OD�UHVSRQVDELOLGDG�
del alcalde, resulta forzoso a concluir que en los hechos este carece de una 
real fuerza obligatoria y/o vinculante, y que se trata, por lo tanto, de un 
instrumento de carácter indicativo.

Para dar un sustento desde la praxis a tal aseveración, son de utilidad 
las conclusiones del estudio “Plan de desarrollo comunal: ¿El instrumen-
to rector de la gestión municipal?”, cuyos autores, tras haberse propuesto 
analizar los planes de desarrollo de un total de 58 comunas metropolitanas 
–municipios con presupuestos por sobre el promedio nacional por habitan-
WH±�HQ�DVSHFWRV�FRPR�SDUWLFLSDFLyQ�FLXGDGDQD��SODQL¿FDFLyQ��DFFHVLELOLGDG�
a la información y accountability, concluyeron que:

“Los municipios se encargan de asegurar el cumplimiento mínimo estable-
cido por la ley (que es contar con un Plan de Desarrollo Comunal vigente), 
pero rindiendo cuentas al fiscalizador oficial en términos generales, pero no 
específico a la ciudadanía […] así, el hecho de que aspectos relativos a la 
participación evidencien bajas exigencias de cumplimiento de los Plan de 
Desarrollo Comunal responde a que la ley solo exige que haya habido un pro-
ceso participativo sin precisar modo ni incidencia, y no plantea nada acerca de 
accountability”19. 

Otros aspectos críticos que inciden en la debilidad de estos planes como 
LQVWUXPHQWRV�GH�JHVWLyQ�VRQ�ODV�GL¿FXOWDGHV�DVRFLDGDV�D�OD�LPSOHPHQWDFLyQ�
de mecanismos de participación ciudadana en su elaboración20 y a la falta 
de indicadores y mecanismos para ejercer un control efectivo de su imple-
mentación21.

Considerando este carácter indicativo de los planes comunales de de-
sarrollo, corresponde revisar ahora el debate legislativo en torno a su in-

19 orellana et al. (2016), p. 197.
20 mora y pineda (2014), pp. 66-89.
21 ubilla et al. (2006), passim.
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clusión como parámetro de evaluación en el Sistema de Evaluación de Im-
pacto Ambiental y cómo lo ha entendido el propio Servicio de Evaluación 
Ambiental al pronunciarse sobre el papel que juega en el contexto de los 
procedimientos de evaluación.

El diagnóstico sobre este carácter meramente indicativo era conocido 
por el legislador de la Ley Nº 20.417, de 2010, y para dar cuenta de ello 
resulta prudente citar algunos pasajes de la historia de dicha ley:

“El Honorable Senador señor Navarro reiteró que el Plan de Desarrollo 
Regional es anterior, son instrumentos que requieren actualización. Respecto 
de los Planes de Desarrollo Comunal expresó que en algunos casos puede que 
no existan y no se puede dejar sin efecto la exigencia. 

La señora Ministra aclaró que al existir una norma que le dé sentido y utilidad 
a los planes de desarrollo comunal y regional, va a generar el incentivo para 
que se dicten. 

El Honorable Senador señor Girardi acotó que la exigencia de que los propo-
nentes de los proyectos describan la forma como estos se ajustan a los progra-
mas de desarrollo no es la adecuada, debiendo consignarse la expresión ‘se 
ajusten’. Si el espíritu es que se cumpla con la normativa, debiera considerarse 
la referida expresión, agregó que, la expresión ‘relacionarse’ desvirtúa comple-
tamente el sentido y obligatoriedad de la norma.

La expresión ‘ajustarse’ implica que se tienen que compartir y poner en acción 
los principios y criterios que están establecidos en los instrumentos mandan-
tes, por lo que solicitó que se reestablezca el texto aprobado en general por el 
Senado. 

La señora Ministra acotó que se ha constatado un problema que dice relación 
con la naturaleza jurídica de los planes de desarrollo regional y comunal, que 
no son obligatorios, son indicativos, en consecuencia, se puede exigir la re-
lación y la justificación. No se puede mediante una ley hacer obligatorio un 
instrumento que se contiene en otras normas, por ello se optó por la expresión 
relacionarse. Se debe justificar la forma en que se hará compatible un proyecto 
con ese instrumento que legalmente no es obligatorio”22.

/R� UHOHYDQWH�GHO� LQWHUFDPELR� WUDQVFULWR�HV�TXH�VH�D¿UPD�DOJR�TXH�QR�
es correcto: el plan de desarrollo comunal sí es obligatorio en cuanto a su 
existencia, así como también lo es informar sobre su avance a los conceja-

22 biblioteca del conGreso nacional (2010), p. 946.
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les y a las organizaciones vecinales de la comuna, por lo que es vinculante 
para el municipio, y, en tal contexto, pareciera ser que se caracterizó su 
naturaleza jurídica por referencia a los defectos que se detectaron sobre su 
IRUPXODFLyQ�OHJLVODWLYD��HVWR�HV��VH�D¿UPy�TXH�³VRQ�GH�FDUiFWHU�LQGLFDWLYR´�
en circunstancias que devinieron en indicativos debido a la mala técnica 
legislativa con que fueron concebidos.

Lo anterior permite aseverar que existía cierto espacio para argüir en 
uno u otro sentido sobre el valor de estos planes para efectos de la eva-
luación ambiental, no obstante, la Corporación Nacional del Medioam-
ELHQWH�±SUHGHFHVRUD�GHO�DFWXDO�6HUYLFLR�GH�(YDOXDFLyQ�$PELHQWDO±�¿My�HO�
sentido del actual artículo 9º ter de la Ley Nº 19.300, señalando que estos 
instrumentos son “sólo de carácter informativo para los proyectos o acti-
vidades que deben someterse al SEIA [Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental]”; que, en su ponderación, “debe recordarse que la Constitución 
Política de la República, en su artículo 19 Nº 21, consagra la libre iniciati-
va en materia económica, en la medida que se respeten las normas legales 
que regulen la actividad. De esta forma, los instrumentos antes señalados 
carecen de un carácter vinculante para los proyectos o actividades que por 
disposición legal deben ser evaluados ambientalmente, sino que revisten 
un carácter meramente indicativo”, y que el artículo 9º ter “no es más que 
una forma de mejorar la información con que se cuenta al momento de 
adoptar las decisiones que se tomen en el marco de la evaluación ambien-
tal, a través de la exigencia de solicitar el mencionado informe, pero sin 
LPSRQHU�QXHYDV�H[LJHQFLDV�D�OD�FDOL¿FDFLyQ�GH�ORV�SUR\HFWRV�R�DFWLYLGDGHV��
A mayor abundamiento, no puede interpretarse que tales políticas, planes y 
programas constituyen normativa ambiental vigente”23.

Sin perjuicio de la poca rigurosidad jurídica de la interpretación de la 
Corporación Nacional del Medio Ambiente, bien vale concluir que la ca-
UDFWHUL]DFLyQ�¿QDO�GHO�SODQ�FRPXQDO�GH�GHVDUUROOR�SDUD�HIHFWRV�GHO�DUWtFXOR�
9º ter sería la siguiente: instrumentos de carácter indicativo para el muni-
cipio; no vinculantes para los titulares de proyectos y para el Servicio de 
Evaluación Ambiental; sin aptitudes para servir de bases a exigencias im-

23� &RPLVLyQ� 1DFLRQDO� GHO� 0HGLR� $PELHQWH�� 2¿FLR� 2UGLQDULR� 'LUHFFLyQ� (MHFXWLYD�
Nº 101958, de 30 de junio de 2010, que “Imparte instrucciones sobre aplicación de ar-
WtFXORV�PRGL¿FDGRV�R�LQFRUSRUDGRV�D�OD�OH\�1����������OXHJR�GH�OD�HQWUDGD�HQ�YLJHQFLD�
de la ley Nº 20.417”. Disponible en línea: <www.mma.gob.cl/transparencia/Fmma/
GRF�$UWLFXORVPRGL¿FDGRVOH\�����WUDVYLJHQFLD������SGI!��
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SXHVWDV�HQ�ODV�UHVROXFLRQHV�GH�FDOL¿FDFLyQ�DPELHQWDO�\�TXH��SRU�OR�GHPiV��
no constituye normativa ambiental vigente.

2.2. Del plan regulador comunal 

El deber de informar sobre la compatibilidad territorial del proyecto so-
metido a evaluación ambiental se encuentra consagrado en el inciso tercero 
del artículo 8º de la Ley Nº 19.300, cuyo tenor es el siguiente: 

“Sin perjuicio de los permisos o pronunciamientos sectoriales, siempre se re-
querirá el informe del Gobierno Regional, del Municipio respectivo y la au-
toridad marítima competente, cuando corresponda, sobre la compatibilidad 
territorial del proyecto presentado”.

El correlato reglamentario de esta disposición son los artículos 24 y 
33 del Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. El 
primero es una reiteración genérica del deber de informar sobre la compa-
tibilidad territorial del proyecto, y el segundo establece la forma y el plazo 
en que el municipio debe evacuar dicho informe.

Este informe debe ser vinculado, en primer lugar, con el inciso cuarto 
del artículo 41 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones24, el 
cual, entre otras cosas, señala respecto del plan regulador comunal que 
³VXV�GLVSRVLFLRQHV�VH�UH¿HUHQ�DO�XVR�GHO�VXHOR�R�]RQL¿FDFLyQ��ORFDOL]DFLyQ�
del equipamiento comunitario, estacionamiento, jerarquización de la es-
WUXFWXUD�YLDO��¿MDFLyQ�GH� OtPLWHV�XUEDQRV��GHQVLGDGHV�\�GHWHUPLQDFLyQ�GH�
prioridades en la urbanización de terrenos para la expansión de la ciudad, 
en función de la factibilidad de ampliar o dotar de redes sanitarias y ener-
géticas, y demás aspectos urbanísticos”.

(O�SODQ�UHJXODGRU�FRPXQDO�VH�LQVHUWD�HQ�HO�VLVWHPD�GH�SODQL¿FDFLyQ�FRQ-
tenido en la citada Ley de Urbanismo y Construcciones, el cual es de carác-
ter jerárquico en el sentido de que los niveles inferiores deben supeditarse 
a la regulación de los niveles superiores y que “dicha jerarquía adquiere 
especial trascendencia en la relación ‘plan intercomunal y/o metropolitano 
y plan comunal’ […] en virtud de los cuales las disposiciones de los Planes 
Reguladores Intercomunales serán obligatorios en la elaboración de los 
Planes Reguladores Comunales y las disposiciones de los Planes Regula-

24 Decreto con Fuerza de Ley Nº 458 de 1975.
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dores Intercomunales, que constituyan alteraciones a las disposiciones de 
los Planes Reguladores Comunales existentes, se entenderán automática-
PHQWH�LQFRUSRUDGDV�D�pVWRV�FRPR�PRGL¿FDFLRQHV´25.

En similares términos se ha pronunciado la Corte Suprema, quien ha 
señalado, entre otras cosas, que efectivamente existen niveles jerárquicos 
o de primacía entre los cuerpos normativos que constituyen el derecho 
XUEDQtVWLFR��¿JXUDQGR�OD�/H\�*HQHUDO�GH�8UEDQLVPR�\�&RQVWUXFFLRQHV�HQ�
la cúspide, seguida de su ordenanza y de los diferentes planes reguladores 
(i.e., regional, intercomunal, comunal y seccional, en ese orden)26.

Por último, cabe relacionar el plan regulador comunal con los incisos 
primero, sexto y séptimo del artículo 116 de la Ley General de Urbanismo 
y Construcciones, que estipulan que toda obra a ejecutarse en un territorio 
comunal debe contar con autorización del director de obras respectivo, y 
TXH�HVWH��HQ�VX�ODERU�GH�UHYLVLyQ��YHUL¿FDUi�~QLFDPHQWH�HO�FXPSOLPLHQWR�
GH�OD�QRUPDWLYD�XUEDQtVWLFD��FXDO�HV�HO�FDOL¿FDWLYR�TXH�UHFLEHQ�ODV�QRUPDV�
FRQWHQLGDV�HQ�ORV�UHIHULGRV�QLYHOHV�MHUiUTXLFRV�GH�OD�SODQL¿FDFLyQ��

En ese sentido, el plan regulador comunal constituye un requisito indis-
ponible, siendo indiferente a este respecto que el proyecto se someta o no a 
evaluación ambiental. No obstante, en caso de requerirse dicha evaluación, 
el inciso primero del artículo 8º de la Ley Nº 19.300 dispone expresamente 
TXH�ORV�SUR\HFWRV�³VyOR�SRGUiQ�HMHFXWDUVH�R�PRGL¿FDUVH�SUHYLD�HYDOXDFLyQ�
de su impacto ambiental, de acuerdo a lo establecido en la presente ley”.

/R�UHODWDGR�KDVWD�DKRUD�FRQ¿JXUD�HO�FRQWH[WR�QRUPDWLYR�HQ�TXH�GHEH�LQ-
terpretarse el citado inciso tercero del artículo 8º de la Ley Nº 19.300. Los ti-
tulares de proyectos se encuentran obligados a presentar un proyecto compa-
WLEOH�FRQ�OD�SODQL¿FDFLyQ�XUEDQD��\�HO�PXQLFLSLR��D�REVHUYDUORV�SRU�UHIHUHQFLD�
a las disposiciones de su plan regulador comunal y/o planos seccionales que 
resulten aplicables, si los hubiere, y, si no los hubiere, a las disposiciones 
del plan regulador intercomunal que rijan en sus límites territoriales. 

Enseguida, respecto al origen normativo del instrumento, cabe relevar 
(i) que, por disposición expresa de la Ley General de Urbanismo y Cons-

25 Contraloría General de la República. Dictamen Nº 10.422, de 2001, y Circular Ordina-
ria Nº 0258, de 2001, de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo.

26 “Carlos Rómulo Alfredo Manterola y otros con Ilustre Municipalidad de Valparaíso” 
(2017).
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trucciones, el plan regulador comunal debe ser concordante con las metas 
regionales de desarrollo económico-social; (ii) que, por expresa disposi-
ción de la Ley General de Urbanismo y de la Ley Nº 19.300 (Ley de Bases 
Generales del Medio Ambiente), este debe ser sometido al procedimiento 
de evaluación ambiental estratégica, en que intervienen el Ministerio del 
Medio Ambiente, el de Vivienda y Urbanismo, y el municipio; (iii) que, 
además de requerir una fase de participación ciudadana y del acuerdo del 
concejo municipal, también debe contar con informe técnico de la Secreta-
ría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, y (iv) que, en 
FDVR�GH�QR�H[LVWLU�SODQL¿FDFLyQ�LQWHUFRPXQDO��GHEHUi�FRQWDU�WDPELpQ�FRQ�
acuerdo del Consejo Regional.

Las consideraciones procedimentales transcritas dan cuenta de que, si 
ELHQ�VRQ�WLWXODUHV�GH�OD�LQLFLDWLYD�SDUD�PRGL¿FDU�HO�SODQ�UHJXODGRU�FRPXQDO��
los municipios están sujetos a importantes controles en su tramitación, cua-
OHV�UHVSRQGHQ�WDQWR�D�OD�QDWXUDOH]D�MHUiUTXLFD�GHO�VLVWHPD�GH�SODQL¿FDFLyQ�
HQ�TXH�HVWH�VH�LQVHUWD��FRPR�D�VX�VLJQL¿FDWLYR�FRPSRQHQWH�DPELHQWDO��\�TXH�
ello importa, en último término, que las preferencias municipales deben 
subsumirse a las preferencias regionales y nacionales sobre la mejor forma 
de desarrollar los territorios.

Por tanto, resulta de toda lógica que se deba informar al Servicio de 
Evaluación Ambiental si el proyecto sometido a evaluación se ajusta a la 
SODQL¿FDFLyQ�XUEDQD��DVt�FRPR�WDPELpQ�TXH�HOOR�FRUUHVSRQGD��SUHIHUHQFLDO-
mente, al organismo llamado a velar por su correcta aplicación, cual no es 
otro que el municipio; no obstante, es también de toda lógica entender que 
el inciso tercero del artículo 8º de la Ley Nº 19.300 no fue incluido con el 
objetivo de otorgar al municipio un espacio para manifestar sus preferen-
cias de desarrollo territorial, sino que se incluyó más bien bajo la lógica 
de la colaboración del municipio con el encargado de llevar adelante la 
evaluación ambiental.

2.3.  De la adecuada publicidad y garantizar la participación 
ciudadana

Este apartado no tiene por objeto argumentar sobre el rol que desempe-
ña la participación vecinal en la determinación del contenido esencial de 
la autonomía municipal, sino que pretende ofrecer una interpretación del 
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artículo 31 de la Ley Nº 19.300, con miras a determinar preliminarmente 
sus alcances.

El tenor del citado artículo 31 de la Ley Nº 19.300 es el siguiente: 

“La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo [del Servicio 
de Evaluación Ambiental], en su caso, remitirá a las municipalidades, en cuyo 
ámbito comunal se realizarán las obras o actividades que contemple el pro-
yecto bajo evaluación, una copia del extracto o de la lista a que se refieren los 
artículos 28 y 30 precedentes, según corresponda, para su adecuada publicidad 
y garantizar la participación de la comunidad”.

'DGR�TXH�QR�H[LVWH�QLQJXQD�DWULEXFLyQ�PXQLFLSDO�HVSHFt¿FD�YLQFXODGD�
a dicha obligación, se centrará el análisis en su tenor literal. En ese sentido, 
las locuciones clave son: “adecuada publicidad” y “garantizar la participa-
ción de la comunidad”. 

La adecuada o apropiada publicidad no requiere de mayores análisis, 
pues resulta evidente que, en aplicación de dicha norma, el municipio 
GHEH�YHODU�SRU�TXH�OD�R�ODV�FRPXQLGDGHV�TXH�LQWHJUHQ�HO�iUHD�GH�LQÀXHQFLD�
del proyecto, entendida esta en los términos de la letra a) del artículo 2º 
del Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, to-
men conocimiento de este, puedan acceder al expediente de la evaluación 
(i.e., declaración y/o estudio y sus anexos), y se abra la posibilidad de 
coordinar reuniones entre estos y el titular del proyecto en conformidad 
con el artículo 89 del Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental. Esto, por lo demás, se encuentra en armonía con lo previsto en 
los artículos 27, 28, 30, 30 bis y 30 ter, todos de la Ley Nº 19.300.

No obstante, no ocurre lo mismo respecto del concepto “garantizar”, 
pues sus alcances variarán según la amplitud con que sea interpretado, de 
modo que resulta conveniente para emprender dicha labor tener presente lo 
dispuesto en el artículo 29 de la Ley Nº 19.300 que le precede: 

“Cualquier persona, natural o jurídica, podrá formular observaciones al Estudio 
de Impacto Ambiental, ante el organismo competente, para lo cual dispondrán 
de un plazo de sesenta días, contado desde la respectiva publicación del ex-
tracto […]. 

El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como par-
te del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose 
fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento 
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deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días 
de anticipación a la calificación del proyecto”.

Es decir, el municipio debe garantizar que, en el ámbito de su territorio, 
cualquier persona, natural o jurídica, pueda presentar observaciones y, a su 
vez, velar por que estas sean consideradas en la evaluación por parte del 
Servicio de Evaluación Ambiental.

De lo anterior surge la interrogante sobre si el municipio, en tanto cor-
poración autónoma de vecinos con personalidad jurídica propia, se encuen-
tra legalmente habilitado para presentar observaciones en los procedimien-
tos de participación ciudadana abiertos durante la evaluación ambiental de 
proyectos, y, para responderla, bien sirve traer a colación algunos pasajes 
de la discusión parlamentaria de la Ley Nº 20.417:

El señor diputado Alberto Robles, en la discusión en sala del proyecto, 
sostuvo lo siguiente: 

“Me parece que cuando uno habla desde el punto de vista del Estado, en es-
pecial cuando se trata de una materia como el medio ambiente, es necesario 
contar con la opinión local, no solo con la de los seremis […] ellos son entes 
políticos, son designados por la autoridad, tienen la anuencia del Presidente de 
la República y, por lo tanto, son entes del Gobierno […] a mi juicio, en esta 
instancia debiera estar lo local profundamente enraizado. Me refiero a los al-
caldes que, en último caso, son elegidos por la ciudadanía local del lugar donde 
se desarrolla algún proyecto […]. En consecuencia, ¿por qué no incorporar al 
alcalde y a los concejales, que también tienen que ver con esta representación 
ciudadana que debe existir en el tema ambiental?”27.

Luego, en una evidente réplica al señor Robles, el diputado Patricio 
Vallespín señaló lo siguiente: 

“Lo digo, porque algunos señalan que les parece fundamental incluir a los 
alcaldes. ¡Por favor! O sea, vamos a dejar que el alcalde o el concejal to-
men decisiones técnicas respecto de proyectos de inversión. No desconfío 
de ellos, confío plenamente en la autoridad política; pero ahí se toman deci-
siones relacionadas con aspectos normativos, regulatorios, que se tiene que 
adoptar conforme al estado de derecho. No obstante, esas autoridades van a 
votar en función de lo que escuchar o de lo que les conviene o no les conviene 
para la próxima elección. Eso me parece inaceptable en un sistema serio y 

27 biblioteca del conGreso nacional (2010), pp. 314-315.
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responsable con el que Chile debe tener en materia ambiental, porque hay que 
seguir avanzando”28.

Sin perjuicio de que hubo más intervenciones parlamentarias sobre el 
tópico de los diputados De Urresti, Lorenzini, Sule y Mulet, entre otros29, 
las intervenciones transcritas permiten caracterizar adecuadamente la ten-
sión que representaba la participación de los municipios en la evaluación 
de los impactos ambientales: se trata de un problema sobre potencial po-
litización de una instancia que, atendido el carácter de la regulación am-
biental, debía ser esencialmente técnico o, a lo menos, aspirar a ser una 
instancia en que primen tales consideraciones.

En relación a la fórmula propuesta para responder a esta tensión entre 
potencial politización y el otorgamiento de un espacio para que el munici-
pio incida en la evaluación ambiental, resulta importante dejar constancia 
de cuál era la intención con que originalmente se propuso la inclusión del 
artículo 9º ter de la Ley Nº 19.300, para lo que es de gran utilidad la opi-
nión que diera el profesor Luis cordero en su calidad de asesor jurídico 
de la Corporación Nacional del Medio Ambiente durante esta discusión: 

“[El asesor jurídico] aseveró que en aquellos casos en que hay regulaciones de 
carácter indicativo, como lo son los planes de desarrollo, el proyecto obliga 
a los proponentes a hacerse cargo en sus estudios y/o en sus declaraciones, 
acerca de la manera como sus respectivos proyectos afectan las políticas regio-
nales y locales y por lo tanto, traslada la carga al propio proponente; asimismo, 
obliga a consultar a los gobiernos regionales y a las municipalidades acerca de 
la manera como se da esta compatibilidad, con lo cual está obligando a los go-
biernos regionales y locales a dictar políticas de desarrollo regional y comunal, 
que en la mayoría de los casos no existen”30.

(Q�GH¿QLWLYD��HO�FRQVHQVR�WHQGUtD�XQ�PDUFDGR�FDUiFWHU�FHQWUDOLVWD�\�VH�
FRQVWUXLUtD�FRQ¿ULHQGR�D�ORV�PXQLFLSLRV�ODV�FRPSHWHQFLDV�GH�ORV�\D�FLWD-
dos artículos 8º y 9º ter de la Ley Nº 19.300, bajo el entendido de que 
ello incentivaría la dictación de los planes comunales de desarrollo y que 
estos incidirían en la evaluación ambiental, e incorporando a las secreta-
rías regionales ministeriales evaluadoras y al intendente respectivo (actual 

28 biblioteca del conGreso nacional (2010), p. 319.
29 biblioteca del conGreso nacional (2010), pp. 325, 329, 330, 332, 344, 345, 350, 

351 y 359.
30 biblioteca del conGreso nacional (2010), p. 446.
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delegado presidencial) en la Comisión de Evaluación Ambiental, bajo el 
entendido de que dicha conformación representaba un apropiado equilibrio 
técnico-político y garantizaba la primacía de la técnica por sobre las consi-
deraciones políticas contingentes.

Sin embargo, el consenso no dio los resultados esperados, pues ni los 
planes comunales de desarrollo resultaron ser instrumentos que permitieran 
al municipio incidir efectivamente en la evaluación ambiental31, ni la forma 
de conformación de las comisiones de evaluación ambiental previno la po-
OLWL]DFLyQ�GH�OD�FDOL¿FDFLyQ�DPELHQWDO�QL�VLUYLy�GH�JDUDQWtD�GH�SULPDFtD�GH�OR�
técnico por sobre otras consideraciones en la evaluación32, y dicho fracaso 
permite explicar, en cierta medida, que nuestro máximo tribunal transitara 
en sus fallos desde una actitud deferencial para con el evaluador técnico, 
hacia una de control intenso del contenido de sus decisiones basándose en 
la dogmática de la motivación de las decisiones administrativas33.

Comoquiera, mirando únicamente a los insumos literales e históricos 
para interpretar el citado artículo 31 de la Ley Nº 19.300, resulta claro que 
no fue intención del legislador otorgar a los municipios más espacios que 
aquellos conferidos por los artículos 8º y 9º ter de la misma ley, de modo 
que no corresponde ampliar su sentido para entender que el municipio pue-
de, por sí solo, emitir observaciones ciudadanas en los procedimientos de 
participación ciudadana consagrados a propósito del Sistema de Evalua-
ción de Impacto Ambiental. 

A mayor abundamiento, tanto la Contraloría General de la República 
como el Servicio de Evaluación Ambiental serían partícipes de dicha in-
terpretación. La primera, por medio del Dictamen Nº 65.373, de 2011, es-
tableció que, “[…] de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 19.300, tal 
municipio no es interesado, sino uno de los organismos que participan en 

31� &RPLVLyQ� 1DFLRQDO� GHO� 0HGLR� $PELHQWH�� 2¿FLR� 2UGLQDULR� 'LUHFFLyQ� (MHFXWLYD�
Nº 101958, de 30 de junio de 2010, que “Imparte instrucciones sobre aplicación de ar-
WtFXORV�PRGL¿FDGRV�R�LQFRUSRUDGRV�D�OD�OH\�1����������OXHJR�GH�OD�HQWUDGD�HQ�YLJHQFLD�
de la ley Nº 20.417”. Disponible en línea: <www.mma.gob.cl/transparencia/Fmma/
GRF�$UWLFXORVPRGL¿FDGRVOH\�����WUDVYLJHQFLD������SG!��

32 Cámara de Diputadas y Diputados. Boletín Nº 12714-12. Proyecto de Ley: Introdu-
FH�PRGL¿FDFLRQHV� HQ� OD� LQVWLWXFLRQDOLGDG� DPELHQWDO� \� HQ� HO� 6LVWHPD� GH�(YDOXDFLyQ�
Ambiental.

33 cordero (2012), passim; Galindo (2002), pp. 143-185.
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la evaluación ambiental […]”, y el segundo, haciendo eco de tal interpreta-
ción, ha añadido que “considerando el rol lo anterior [el dictamen] refuerza 
la idea en orden a que los municipios no pueden realizar observaciones 
ciudadanas, ya que de ello nacería el derecho a impugnar la resolución de 
FDOL¿FDFLyQ�DPELHQWDO�HQ�HO�FDVR�SUHYLVWR�HQ�OD�OH\�1����������KDELpQGRVH�
establecido por el ente Contralor que ello no es posible”34.

No es de interés a este estudio el analizar el mérito de dicha interpre-
tación, pues no surge desde un intérprete auténtico de la ley, de modo que 
con lo dicho basta para el propósito de este apartado, cual era dar cuen-
WD�GHO�VHQWLGR�\�DOFDQFH�GH�OD�IUDVH�¿QDO�GHO�FLWDGR�DUWtFXOR����GH�OD�/H\�
Nº 19.300, habida consideración de la historia de su establecimiento y, 
adicionalmente, del alcance que otros órganos administrativos le han dado 
en el ejercicio de sus competencias.

3. de la interpretación de estas competencias  
por la judicatura nacional y de su evolución

En el apartado anterior se estableció que el plan de desarrollo comunal, 
debido a defectos en su formulación, era un instrumento meramente indi-
cativo y no apto para imponer exigencias a los proyectos sometidos a eva-
luación ambiental. A la vez, se aclaró que el plan regulador comunal, por 
su parte, pese a tener un carácter vinculante, su contenido, al pertenecer a 
XQ�VLVWHPD�MHUiUTXLFR�GH�SODQL¿FDFLyQ��QR�H[SUHVD�QHFHVDULDPHQWH�ODV�SUH-
ferencias territoriales municipales ni las vecinales sobre el proyecto en par-
ticular. Por último, se determinó que las obligaciones relativas a garantizar 
la participación ciudadana no pueden interpretarse en el sentido de admitir 
que estos ingresen observaciones en los procedimientos de participación 
ciudadana y/o asuman un rol preponderante en el proceso de evaluación.

Para articular de mejor manera el análisis de los avances jurisprudencia-
les producidos sobre dichas competencias, se distingue entre dos momen-
tos relevantes de su evolución en el tiempo: (i) una primera fase dominada 
por el criterio de las competencias residuales o “residualista” y (ii) una se-
gunda fase dominada por el criterio de la “presunción del interés legítimo”.

34 Servicio de Evaluación Ambiental. Dirección Ejecutiva. Resolución Exenta Nº 1.608, 
GH����GH�GLFLHPEUH�GH�������TXH�FDOL¿FD�IDYRUDEOHPHQWH�HO�SUR\HFWR�³3ODQ�([SDQVLyQ�
Chile LT 2x500 kV Cardones-Polpaico”, p. 89.



Artículos AníbAl Acevedo esbeile

Págs. 101 - 154 [2022]

JusticiA AmbientAl n° 14 
revistA de derecho AmbientAl de lA onG FimA

122

3.1. La acotada primera fase del criterio residualista

Este criterio tiene su origen en una línea jurisprudencial sostenida por 
la Corte Suprema en las sentencias dictadas en las causas Roles Nºs. 6590-
2014, 14263-2014 y 21973-2014. Dicha línea, en lo medular, se construye 
sobre dos consideraciones: (i) las competencias de protección del medio 
ambiente consagradas en la Ley Orgánica Constitucional de Municipali-
dades son de carácter residual respecto de las atribuciones de los órganos 
de la nueva institucionalidad, y ii) el municipio, en tal contexto, es solo 
un colaborador de los organismos técnicos especializados encargados del 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

La conclusión que se extrae de tales consideraciones es que el muni-
cipio, pese a ostentar competencias ambientales amplias, no puede invo-
carlas para impugnar las decisiones de los órganos especializados, pues 
se inserta institucionalmente como un mero colaborador de estos, quienes 
ostentan atribuciones especializadas y que, por lo tanto, priman por sobre 
las genéricas que consagra la Ley Orgánica de Municipalidades.

Pese a que dicha línea interpretativa se circunscribe al año 2014, ha sido 
citada ampliamente tanto por el Servicio de Evaluación Ambiental como 
por los tribunales ambientales al resolver reclamaciones municipales de la 
más diversa índole.

En ese sentido, el primer fallo de la jurisdicción especializada de interés 
es el dictado por el Tercer Tribunal Ambiental en causa Rol R-2-2020, sobre 
reclamación del artículo 17 Nº 6 de la Ley Nº 20.600, en que este se pronun-
ció, entre otras materias, sobre las diferencias existentes entre los informes 
de los artículos 8º y 9º ter de la Ley Nº 19.300, y también sobre los alcances 
con que debe leerse el artículo 31, también de la Ley Nº 19.300.

El fallo es dogmáticamente muy denso, pues aborda latamente el rol de 
los municipios en la evaluación y, por ende, nos interesa destacar que, en 
las consideraciones novena y décima, el tribunal señala cuáles son dichas 
competencias, para luego, en la consideración undécima, constatarse la na-
turaleza jurídica de los informes de los artículos 8º y 9º ter de la Ley de 
Bases Generales del Medio Ambiente con las observaciones ciudadanas. 
En este punto, estableció que: 

“[…] mientras los informes de la Municipalidad son evacuados a requerimien-
to del SEA y aportan información sobre la compatibilidad del proyecto con 
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los instrumentos de planificación territorial vigente y el plan de desarrollo co-
munal, las observaciones ciudadanas nacen de la propia comunidad y consis-
ten en ‘formular cualquier tipo de opinión, comentario, duda, preocupación o 
consulta, vinculadas con los impactos o riesgos de un proyecto o actividad, en 
cualquiera de los componentes ambientales, o de sus partes, obras o etapas’ 
(como ya lo ha definido este Tribunal en sentencia de causa Rol Nº R-12-2019, 
acumulando reclamaciones rol R-14-2019 y R-15-2019)”35.

El propósito de dicha distinción era examinar si se cumplía el requi-
sito de procesabilidad de la acción del citado artículo 17 Nº 6 de la Ley 
Nº 20.600, pues para que esta pueda interponerse es indispensable que 
haya habido un procedimiento de participación ciudadana, que se hayan 
recibido observaciones, y que el observante no estuviere conforme con 
la consideración que el Servicio de Evaluación Ambiental hiciera de es-
tas, de modo que, al ser los informes de los artículos 8º y 9º ter de la Ley 
Nº 19.300 de naturaleza distinta a una observación ciudadana, no podía 
entenderse que se hubiera podido cumplir con dichos requisitos y que, por 
lo tanto, la acción no podía prosperar.

Sin embargo, el fallo no cierra con tal aserto, sino que el tribunal, al 
profundizar sobre la locución “garantizar la participación ciudadana” y si 
correspondía a los municipios esgrimirla para emitir observaciones ciuda-
danas, nos señala lo siguiente:

“DÉCIMOTERCERO. Respecto de la segunda función de las Municipalidades 
en la evaluación ambiental –colaborar en la ejecución de la participación ciu-
dadana–, ésta consiste en la recepción de copia del extracto o lista de proyectos 
presentados al SEIA para facilitar la publicidad y garantizar la participación de 
la comunidad en relación a los proyectos o actividades que se encuentren en el 
ámbito comunal (art. 31 Ley Nº 19.300). Dicha función está especificada en el 
artículo 93 RSEIA, el cual establece, además, que, para la adecuada publicidad 
del listado de proyectos referidos, éste deberá ser exhibido en un lugar de acce-
so público de la municipalidad. Todo lo anterior es concordante con la facultad 
que se le otorga al SEA para solicitar –en el contexto de la implementación de 
los procesos de participación ciudadana– la colaboración de los órganos de 
la administración del Estado con competencia ambiental o con competencias 
en materia de desarrollo comunitario, social o indígena y/o de participación 
ciudadana (inciso segundo art. 83 RSEIA). De estas normas no se sigue que la 

35 Tercer Tribunal Ambiental, Rol R-2-2020, caratulada “Ilustre Municipalidad de Cal-
buco contra Dirección Ejecutiva del SEA”, sentencia de 23 de julio de 2020.



Artículos AníbAl Acevedo esbeile

Págs. 101 - 154 [2022]

JusticiA AmbientAl n° 14 
revistA de derecho AmbientAl de lA onG FimA

124

Municipalidad esté legalmente facultada para presentar observaciones ciuda-
danas; ni a título propio, ni en representación de la comunidad”.

Pese a ello, en las consideraciones vigésima, vigésimo primera y vi-
gésimo segunda del citado fallo, interpreta el inciso segundo del artículo 
40, el inciso segundo del artículo 43, el inciso tercero del artículo 44 y la 
letra k) del artículo 56, todos del Reglamento del Servicio de Evaluación 
de Impacto Ambiental, en el sentido de establecer que los municipios se 
encontrarían habilitados para, en los Informes Consolidados de Solicitudes 
GH�$FODUDFLRQHV��5HFWL¿FDFLRQHV�\�$PSOLDFLRQHV�\�HQ�OD�VROLFLWXG�GH�UHYL-
sión del informe consolidado, manifestar su parecer respecto a si el titular 
se había hecho cargo apropiadamente de las observaciones ciudadanas. En 
caso de que ello no fuera así, se encontraría habilitado para ejercer las ac-
FLRQHV�SUHYLVWDV�SDUD�HOOR��SHUR�VLQ�HVSHFL¿FDU�FXiOHV�DFFLRQHV�VHUtDQ�HVWDV�
ni cómo conversa dicha aseveración con el hecho de que en los párrafos 
anteriores se negare absolutamente a estas la posibilidad de acceder a la 
reclamación del artículo 17 Nº 6 de la Ley Nº 20.600.

Las contradicciones de fallo son evidentes, pues dispone que, en el 
ejercicio de la competencia del artículo 31 de la Ley Nº 19.300, el mu-
nicipio se encontraría impedido de presentar observaciones ciudadanas 
tanto a título propio como en representación de la comunidad. Pero luego 
sostiene que el municipio sí se encontraría facultado para observar las 
UHVSXHVWDV�GHO�WLWXODU�TXH�VH�UH¿HUDQ�D�GLFKDV�REVHUYDFLRQHV�FLXGDGDQDV��
No obstante, si en último término dichos informes sobre las observaciones 
ciudadanas no fueren respondidos adecuadamente, se encontraría igual-
mente impedido de interponer la acción del Nº 6 del artículo 17 de la Ley 
Nº 20.600.

Este mismo parecer fue refrendado en causa Rol R-32-2020, también 
sobre reclamación del artículo 17 Nº 6 de la Ley Nº 20.60036.

Por su parte, el Segundo Tribunal Ambiental, en causa Rol R-148-2017, 
sobre la misma reclamación, al pronunciarse sobre la legitimación activa 
de los municipios para presentar observaciones ciudadanas y recurrir en 
contra de la resolución si estimase que estas no han sido debidamente con-
sideradas, sostuvo lo siguiente:

36 Tercer Tribunal Ambiental, causa Rol Nº 32-2020, caratulada “Ilustre Municipalidad 
de Coronel con Dirección Ejecutiva del Servicio de Evaluación Ambiental”, de 2 de 
febrero de 2021.
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“VIGÉSIMO SEGUNDO. Que, conforme a la normativa que rige la mate-
ria discutida, se debe concluir que a las municipalidades les cabe una parti-
cipación acotada durante la evaluación ambiental, previamente determinada 
por el legislador. En este sentido, la Corte Supremo ha resuelto que ‘[…] las 
Municipalidades pueden desarrollar directamente o con otros órganos de la 
Administración en sus comunas funciones relacionadas con la protección del 
medio ambiente, y colaborar en la fiscalización y en el cumplimiento de las dis-
posiciones legales y reglamentarias correspondientes a la protección del medio 
ambiente dentro de sus límites, tal cometido es residual, es decir, lo ejercen de 
manera general y en los casos en que no se haya dispuesto por la ley la par-
ticipación específica de órganos especializados. […] Es decir, los municipios 
sólo son colaboradores de los organismos técnicos especializados, encargados 
del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental’ (SCS Rol Nº 6.590-2014, 
considerando 4º, y SCS Rol Nº 14.263-2014, considerando 2º)”37.

En las consideraciones vigésimo tercera, vigésimo cuarta y vigésimo 
quinta del fallo en comento, el tribunal aclaró que no es óbice a lo resuelto 
que los fallos de la Corte Suprema citados se hubieren expedido respec-
to de acciones de protección, por cuanto lo relevante de aquellos es la 
explicitación de la sujeción al principio de legalidad que deben observar 
los municipios. Por lo tanto, en opinión del tribunal, los municipios no 
pueden presentar observaciones en los términos de los artículos 29 y 30 
del Reglamento del Servicio de Evaluación de Impacto Ambiental, ni in-
terponer las acciones del artículo 20 del mismo y del artículo 17 Nº 6 de la 
Ley Nº 20.600, y que el rol de garante les permitiría únicamente participar 
como tercero coadyuvante de la persona que estimare que sus observacio-
nes no fueron debidamente consideradas, mas no accionar directamente.

Pese a que hubo unanimidad sobre negar acceso a la justicia ambien-
tal a los municipios, no lo hubo respecto de las razones jurídicas que lo 
MXVWL¿FDUtDQ��3DUD�GDU�FXHQWD�GH�HOOR��EDVWH�FRQ�VHxDODU�TXH�HQ� ORV�YRWRV�
concurrentes se sostuvo que, como los pronunciamientos edilicios se in-
FRUSRUDQ�HQ� ORV� LQIRUPHV�FRQVROLGDGRV�DXQ�FXDQGR�VH� UH¿HUHQ�D� WySLFRV�
ajenos a su competencia, estos entes se encontrarían en una posición aven-
tajada respecto de los observantes ciudadanos, y que de ello se sigue que 
UHVXOWDUtD�LQH¿FLHQWH�VRVWHQHU�TXH�SXHGHQ�HPLWLU�REVHUYDFLRQHV�FLXGDGDQDV�

37 Segundo Tribunal Ambiental, causa Rol R-148-2017, caratulada “Municipalidad de 
San Felipe con Dirección Ejecutiva del Servicio de Evaluación Ambiental”, de 23 de 
abril de 2018.
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y, además, accionar cuando estas no sean acogidas. Por otro lado, se señala 
que sería el deber de imparcialidad el que impide a los municipios emi-
tir observaciones ciudadanas, pero que, en caso de que algún observante 
insatisfecho requiriera de su asesoría y representación para interponer la 
reclamación del Nº 6 del artículo 17 de la Ley Nº 20.600, entonces el mu-
nicipio se encontraría bajo el imperativo de accionar en el sentido pedido 
en ejercicio de su facultad de asumir la representación de la comunidad en 
defensa de sus intereses, a pesar de que esto constituye una interpretación 
desconectada del artículo 28 de la Ley Orgánica de Municipalidades.

Enseguida, en causa Rol R-107-2016, ahora sobre reclamación del ar-
tículo 17 Nº 8 de la Ley Nº 20.600, el Segundo Tribunal Ambiental sostuvo 
lo siguiente:

“DECIMOTERCERO. Que, por su parte, las normas de la ley Nº 18.695, es-
grimidas por las reclamantes, son claramente de orden general en relación con 
la legislación que regula el SEIA. En efecto, a este respecto, la Corte Suprema 
ha declarado, consistentemente y bajo una misma argumentación, que las 
Municipalidades carecen de legitimación para recurrir de protección, así como 
para accionar por nulidad de derecho público, en el contexto del SEIA. El 
máximo tribunal ha señalado que ‘Las Municipalidades pueden desarrollar 
directamente o con otros órganos de la Administración en sus comunas fun-
ciones relacionadas con la protección del medio ambiente, y colaborar en la 
fiscalización y en el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamenta-
rias correspondientes a la protección del medio ambiente dentro de sus límites, 
tal cometido es residual, es decir, lo ejercen de manera general y en los casos 
en que no se haya dispuesto por la ley la participación específica de órganos 
especializados. En el caso de autos la ley Nº 19.300, cuyo primero objetivo fue 
darle contenido concreto y desarrollo jurídico adecuado a la garantía constitu-
cional que asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambien-
te libre de contaminación, según se indica en el Mensaje del Presidente de la 
República, tiene como segundo objetivo crear una institucionalidad que per-
mita a nivel nacional solucionar los problemas ambientales existentes y evitar 
que surjan otros nuevos. Para ello creó el Servicio de Evaluación Ambiental, 
el que se desconcentra territorialmente a través de las Direcciones Regionales 
de Evaluación Ambiental, correspondiente a las Comisiones a que se refiere 
el artículo 86 de la citada ley efectuar la evaluación de impacto ambiental. 
Es decir, los municipios sólo son colaboradores de los organismos técnicos 
especializados, encargados del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental’ 
(SCS Rol Nº 6590-2014, considerando cuarto, y SCS Rol Nº 14263-2014, con-
siderando segundo).
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DECIMOQUINTO. Que, lo anterior, se ve refrendado con la interpretación 
armónica de lo dispuesto en los artículos 21, 28, 30 y 53 de la ley Nº 19.880, 
en virtud de los cuales el procedimiento de invalidación que no es iniciado de 
oficio, debe ser impulsado por un ‘interesado’. Las Municipalidades no pueden 
ser consideradas ‘interesadas’ en los términos de la Ley Nº 19.880, atendido el 
rol que ejercen dentro del SEIA. En efecto, no siendo ‘terceros absolutos’, en 
los términos que ha descrito la Corte Suprema (Sentencias Rol Nº 45.807-2016 
y Nº 31.176-2016), no están legitimadas en sede administrativa para solicitar 
la invalidación de la RCA respectiva. Por lo tanto, en razón de lo anterior, la 
pretensión de los reclamantes debe ser desestimada”38.

Pese a que en esta oportunidad la vía de impugnación escogida por 
el municipio fue la del artículo 17 Nº 8 de la Ley Nº 20.600, el parecer 
general de los sentenciadores fue el mismo, con la salvedad de que ahora, 
dado que no se trataba de observaciones ciudadanas no consideradas, sino 
que de una petición de invalidación del artículo 53 de la Ley Nº 19.880, 
HVWRV� H[WHQGLHURQ� HO� DUJXPHQWR� SDUD� HVSHFL¿FDU� TXH�� DGHPiV� GH� FDUHFHU�
de potestades para formular observaciones en los procedimientos de par-
ticipación ciudadana, los municipios carecen también de interés legítimo 
para requerir el ejercicio de dicha facultad invalidatoria, por no asistirles 
ninguna de las categorías estatuidas en el artículo 21 de la Ley Nº 19.880 y 
por carecer de legitimación para impugnar actos administrativos expedidos 
en el contexto del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

En suma, los criterios interpretativos de la judicatura ambiental res-
pecto del rol que corresponde a los municipios en la evaluación ambiental 
pueden resumirse de la siguiente manera: 

a) Que el municipio participa de la evaluación como un órgano estatal 
con competencias ambientales; 

b) Que su participación es de carácter acotado al tenor literal de los 
artículos 8º, 9º ter y 31 de la Ley Nº 19.300; 

c) Que el artículo 31 de la Ley Nº 19.300 no puede ser entendido 
como una autorización para emitir observaciones ciudadanas, ni 
tampoco para interponer la reclamación del artículo 17 Nº 6 de la 
Ley Nº 20.600, no obstante, existen criterios disímiles sobre sus 

38 Segundo Tribunal Ambiental, en causa Rol R-107-2016 (acumulando R-114-2016), 
caratulada “Ilustre Municipalidad de Zapallar y Puchuncaví con Dirección Ejecutiva 
del Servicio de Evaluación Ambiental”, de 24 de enero de 2018.
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alcances –como vimos, para algunos el impedimento es absoluto, 
mientras que para otros, es relativo, pues igualmente admitiría al 
municipio la posibilidad de pronunciarse sobre si las observaciones 
ciudadanas fueron debidamente consideradas por el titular y/o in-
terponer la reclamación en caso de ser ello requerido por un obser-
vante de la comuna–; 

d) Que, en consonancia con ello, el municipio tampoco se encuen-
tra legitimado para solicitar la invalidación de una resolución de 
FDOL¿FDFLyQ�DPELHQWDO��QL�SDUD�LPSXJQDU�HO�DFWR�TXH�VREUH�HVWD�VH�
pronuncie ante los tribunales ambientales, por carecer de interés en 
los términos del artículo 21 de la Ley Nº 19.880, y 

e) Que todo ello se encontraría refrendado por la Corte Suprema, la 
que en diversos fallos, que ya hemos citado, niega legitimación ac-
tiva a los municipios para accionar de protección e impugnar deci-
siones administrativas en el contexto del Servicio de Evaluación de 
Impacto Ambiental, por ser servicios públicos colaboradores titula-
res de meras competencias residuales.

La indeterminación que nos convoca es, por tanto, una de carácter ins-
titucional, pues dice relación con el lugar que ocupan los municipios en 
la orgánica ambiental, esto es, la disyuntiva entre atribuirles el carácter 
de un mero servicio público colaborador versus el de una corporación 
autónoma de vecinos de derecho público. No obstante, pese a que la res-
puesta se encuentra en el texto constitucional, en su primera exposición 
al tópico, la institucionalidad ambiental se valió de interpretaciones asis-
témicas e inarmónicas del ordenamiento jurídico nacional para no aplicar 
dicha norma fundacional so pretexto de un impropio entendimiento del 
principio de la especialidad en desmedro del principio de la jerarquía, y 
es por ello que resulta tan relevante cómo la Corte Suprema ha abordado 
esta problemática.

3.2.  La transición hacia el criterio de la presunción del inte-
rés legítimo y su racionalización

A través de los fallos dictados en las causas Roles Nºs. 12802-2018, 
72108-2020, 129344-2020 y 84513-2021, el máximo tribunal derrota su 
acotado –pero ampliamente citado– criterio residualista, sin decirlo expre-
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samente, al decantarse por otra interpretación de dichas competencias que 
DPSOtD�VLJQL¿FDWLYDPHQWH�VX�iPELWR�GH�DSOLFDFLyQ��1RV�UHIHULPRV��SRU�VX-
puesto, a la presunción de interés que asiste a los municipios para actuar en 
representación de la colectividad de vecinos en cuya cabecera se encuen-
tran, cada vez que un acto administrativo ambiental contenga disposicio-
nes que interesen a la comunidad, o, en otras palabras, toda vez que este 
sea capaz de causarles perjuicio.

Cabe aclarar, sin embargo, que no es el propósito de este trabajo soste-
ner que este cambio se haya producido de golpe ni que esté completamente 
D¿QDGR��VLQR�TXH��PX\�SRU�HO�FRQWUDULR��HVWH�D~Q�VH�HQFXHQWUD�HQ�FRQVWUXF-
ción, siendo precisamente tal estado de cosas sobre el que se erige este 
ensayo.

El cambio de dirección referido tiene su origen en la sentencia dictada 
en causa Rol Nº 12802-2018, que acoge el recurso de casación en el fondo 
interpuesto en contra de la sentencia del Segundo Tribunal Ambiental, dic-
tada en la ya referida causa Rol R-148-2017, que rechazó una reclamación 
del artículo 17 Nº 6 de la Ley Nº 20.600, deducida por el ente edilicio en 
FRQWUD�GH�XQD�UHVROXFLyQ�GH�FDOL¿FDFLyQ�DPELHQWDO�

En las consideraciones undécima a decimocuarta de la sentencia de ca-
sación, los sentenciadores establecen que una interpretación armónica del 
artículo 17 Nº 6 y el artículo 18 de la ley permiten concluir que los muni-
cipios pueden ostentar la calidad de interesados en los procedimientos, y 
que, para determinar con certeza si este existe, debe estarse a lo siguiente:

“DÉCIMOQUINTO. Que, si bien esta Corte Suprema, al resolver recursos de 
protección ha negado tal legitimación activa a las Municipalidades, lo resuelto 
no se contradice con lo que se viene afirmando en los motivos precedentes por 
cuanto lo decidido al respecto, por ejemplo en SCS Rol Nº 4.777-2011, senten-
cia de 6 de octubre de 2011, dice relación la legitimación activa para recurrir de 
protección invocando el amago de la garantía constitucional contemplada en 
el numeral primero del artículo 19 de la Constitución Política de la República, 
de forma tal que era procedente exigir al alcalde compareciente la individuali-
zación de alguna persona natural cuyo derecho se encontrara amagado en los 
términos descritos en el artículo 20 del Texto Constitucional. 

En efecto, para esclarecer aquellos casos en los que dichas entidades pueden 
ejercer acciones ambientales, es necesario, distinguir, por una parte, el tipo de 
resolución de que se trate, y la clase de competencias atribuidas a los distintos 
órganos participantes en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 
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Es así que, en el caso de las resoluciones de carácter general, se ha resuelto 
que las municipalidades ‘poseen legitimación activa para formular reclamos 
interpuestos atendida la calidad de las normas que pueden ser objeto de las 
impugnaciones previstas en los mencionados artículos 50 de la Ley Nº 19.300 
y 17 Nº 1 de la ley Nº 20.600’ (SCS Rol Nº 1.119-2015, sentencia de fecha 30 
de septiembre de 2015), vale decir, dichas reparticiones públicas están siempre 
legitimadas para accionar en aquellos casos en que la decisión de la autoridad 
ambiental contiene ‘disposiciones que interesan a toda la comunidad’, pues que 
‘el perjuicio ambiental se materializa en el interés que tiene cualquier persona 
en que las normas ambientales que se dicten, efectivamente, sirvan para prote-
ger el medioambiente’ de forma tal que se resguarde suficientemente ‘el interés 
colectivo que tiene el medio ambiente y la protección ambiental, que inclu-
ye la posibilidad de acceder a la jurisdicción ambiental’ (Bermúdez S., Jorge, 
Fundamentos de Derecho Ambiental, 2ª Edición, EDEVAL, 2015, página 259)’.

Luego estarán aquellos casos en los que la Ley ha dispuesto expresamente la 
participación de las municipalidades en el proceso de evaluación ambiental, 
como sucede con el artículo 8º, inciso 3º, de la Ley Nº 19.300, que expre-
sa: ‘Sin perjuicios de los permisos o pronunciamientos sectoriales, siempre 
se requerirá el informe del Gobierno Regional, del Municipio respectivo y la 
autoridad marítima competente, cuando corresponda, sobre la compatibilidad 
territorial del proyecto presentado’.

Por último, en aquellos casos en los que la Municipalidad respectiva invoca 
sólo sus facultades residuales, contempladas en su Ley Orgánica, será necesa-
rio acreditar, cada vez, la concurrencia de los requisitos exigidos en el artículo 
23 del Código de Procedimiento Civil”39.

Como se adelantó en la introducción, el razonamiento se construye so-
bre la base de tres consideraciones: 

a) Que los informes del inciso tercero del artículo 8º y del artículo 9º 
ter de la Ley Nº 19.300 se emitan durante la vigencia de un procedi-
PLHQWR�GH�SDUWLFLSDFLyQ�FLXGDGDQD�±HVWH�VHUtD�HO�SXQWR�PiV�FRQÀLF-
tivo del fallo–; 

b) Que la resolución impugnada tenga efectos generales o, en este 
caso, que contenga disposiciones que puedan interesar a toda la co-
munidad, y 

39 Corte Suprema, causa Rol Nº 12802-2018, caratulada “Ilustre Municipalidad de San 
Felipe con Dirección Ejecutiva del Servicio Evaluación Ambiental”, de 30 de mayo de 
2019.
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c) Que esta pueda no proteger efectivamente el medio ambiente o en 
otras palabras, que su persistencia en las mismas condiciones pueda 
perjudicar a dicha comunidad. Si estas consideraciones concurren, 
asistirá al municipio tanto la legitimación activa del artículo 23 del 
&yGLJR�GH�3URFHGLPLHQWR�&LYLO�±HQ�UHODFLyQ�FRQ�HO�LQFLVR�¿QDO�GHO�
artículo 18 de la Ley Nº 20.600–, como la del artículo 21 Nº 3 de la 
Ley de Bases de Procedimientos Administrativos (Ley Nº 19.880), 
pudiendo, en consecuencia, actuar como tercero coadyuvante del 
reclamante40 y, alternativamente, accionar directamente invocando 
el artículo 17 Nº 6 de la Ley Nº 20.600, como si hubiese presentado 
sus observaciones durante el procedimiento de participación ciuda-
dana.

El laudo que avanzaría este proceso de evolución sería el dictado por el 
Primer Tribunal Ambiental en causa Rol R-26-2019, que acoge una recla-
mación del artículo 17 Nº 8 de la Ley Nº 20.600, interpuesta en contra de la 
Resolución Exenta Nº 65, de 2019, de la Comisión de Evaluación Ambien-
tal de la Región de Atacama, que rechazó la petición de invalidación de la 
UHVROXFLyQ�GH�FDOL¿FDFLyQ�DPELHQWDO� IDYRUDEOH�GHO�SUR\HFWR�GHQRPLQDGR�
“Andes LNG”.

La consideración septuagésima quinta del referido fallo sostiene lo si-
guiente:

“Que, al hacer un análisis sistémico y armónico de la normativa municipal, 
ambiental y administrativa, y sus principios, se evidencia que no puede negar-
se a los municipios el acceso a la justicia ambiental por cuestiones de forma, 
más aún, cuando estos son garantes en sus territorios del desarrollo integral 
de sus habitantes en múltiples dimensiones, que incluyen la protección de la 
salud y el medio ambiente; como asimismo, están mandatados a la búsqueda 
del bien común para ciudadanos, como se lo ordena la CPR en su artículo 
19 Nº 8, la LOCM, y la LBGMA, teniendo por tanto, un interés legítimo y 
vigente, como persona jurídica autónoma, tal como ya se ha indicado por este 
Tribunal”41.

40 Corte Suprema, causa Rol Nº 8197-2018, caratulada “Ilustre Municipalidad de Zapa-
llar y Puchuncaví con Dirección Ejecutiva del Servicio de Evaluación Ambiental”, de 
9 de octubre de 2018.

41 Primer Tribunal Ambiental, causa Rol R-26-2019 (acumulando R-32-2019), caratula-
da “Ilustre Municipalidad de Caldera y otras con Servicio de Evaluación Ambiental”, 
de 27 de mayo de 2020.
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Por su parte, la Corte Suprema, al resolver, en causa Rol Nº 72108-
2020, el recurso de casación en el fondo interpuesto en contra del re-
ferido fallo del Primer Tribunal Ambiental, en conjunto con reiterar lo 
FRQFOXLGR�HQ�FDXVD�5RO�1��������������FRQ¿UPy�HO� IDOOR�FRQVLGHUDQGR�
que, “en dicha línea de razonamiento, cabe concluir que en la medida que 
los sentenciadores se han limitado a declarar que las Municipalidades de 
Copiapó y Caldera tienen legitimación activa para deducir reclamación en 
contra de la RCA Nº 65/2019, por tratarse de organismos con competencia 
ambiental, que emitieron sus pronunciamientos oportunamente –que no 
fueron acogidos en la RCA reclamada– y que representa los intereses de 
su respectiva comuna en materia medioambiental, sin resolver el fondo 
del asunto, no es posible estimar que tal sentencia produzca un agravio a 
la recurrente”42.

Lo relevante de las consideraciones destacadas radica en que, en este 
caso, el interés legítimo de los municipios para pedir la invalidación del 
acto administrativo ambiental y para acceder a la justicia ambiental si di-
cha petición es rechazada, no se basa exclusivamente en la problemática 
interpretación sostenida por el máximo tribunal en causa Rol Nº 12802-
2020, sino que se construye desde más arriba, esto es, mirando a la com-
petencia constitucional del municipio sobre satisfacción de los intereses 
locales y su relación con el derecho a vivir en un medio ambiente sano. 

Por último, cabe referirse a lo resuelto por la Corte Suprema en cau-
sa Rol Nº 129344-2020, sobre recurso de protección por vulneración del 
artículo 19 Nº 8 de la Constitución Política, respecto de la que resulta del 
todo relevante lo concluido por los sentenciadores en la consideración 
cuarta de la sentencia: 

“Que, a continuación, respecto de legitimidad activa, el artículo 54 de la Ley 
Nº 19.300 confiere acción ambiental a “las municipalidades, por los hechos 
acaecidos en sus respectivas comunas”, regla que se reproduce en el artículo 
18 Nº 2 de la Ley Nº 20.600 y que no es sino una manifestación de la atribu-
ción municipal de “satisfacer las necesidad de la comunidad local” (artículo 
1º de la Ley Nº 18.695), para lo cual contará, entre otros, con una unidad 
encargada de la función de medio ambiente (artículo 25 del mismo cuerpo 
legal). 

42 Corte Suprema, causa Rol Nº 72108-2020, caratulada “Municipalidad de Copiapó y 
otra con Servicio de Evaluación Ambiental”, de 8 de febrero de 2021.
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En este sentido, a diferencia de aquello que viene resuelto, el recurso inter-
puesto no constituye el ejercicio de una acción popular, sino la concreción de 
un interés municipal en relación al resguardo del medio ambiente comunal, 
respecto de hechos que pudieren afectar el derecho de los habitantes a vivir en 
un medio ambiente libre de contaminación, y que se asienta en normas expre-
sas que presumen tal interés en este ámbito”43.

Esta consideración sería replicada por el máximo tribunal en causa Rol 
Nº 84513-202144, sobre acción de protección de garantías constitucio-
nales, interpuesta en contra de la resolución del Servicio de Evaluación 
Ambiental que le negare legitimación activa al reclamante para formular 
observaciones durante una consulta de pertinencia de ingreso al Sistema 
de Evaluación de Impacto Ambiental, por estimar que carecía de interés, al 
no suponer el procedimiento ninguna potencial afectación de los intereses 
de la comunidad.

Débase destacar que en ambas causas el máximo tribunal, prescindien-
do una vez más de su criterio residualista y aplicando directamente el texto 
constitucional, por intermedio de una interpretación sistemática del orde-
namiento jurídico, toma la presunción de interés que ostentan los munici-
pios para accionar por daño ambiental establecida en el artículo 54 de la 
Ley Nº 19.300, y la hace aplicable a todo acto u omisión de la autoridad 
ambiental que pudiera afectar a la comunidad de cuyo desarrollo armónico 
es responsable, y para ello tiene en consideración no solo el correlato del 
citado artículo, esto es, el artículo 18 de la Ley 20600, sino que también el 
artículo 1º de la Ley Orgánica de Municipalidades, el que, pese a su tras-
cendencia, había sido ignorado hasta ahora.

Como corolario a esta revisión jurisprudencial, cabe consignar que el 
Tercer Tribunal Ambiental, en causa Rol R-36-2020, sobre reclamación del 
artículo 17 Nº 8 de la Ley Nº 20.600, en las consideraciones décimo octava 
a vigésimo tercera reconoció la legitimación activa a los municipios45, y 
para ello razonó sobre la base de lo resuelto por la Corte Suprema en la 
antedicha causa Rol Nº 12802-2018.

43 Corte Suprema, causa Rol Nº 129344-2020, caratulada “Ilustre Municipalidad de Pi-
chidegua con Isabel Vergara Kauffman”, de 23 de junio de 2021.

44 Corte Suprema, causa Rol Nº 84513-2021, caratulada “Carrasco con Servicio de Eva-
luación Ambiental”, de 16 de marzo de 2021.

45 Tercer Tribunal Ambiental, causa Rol R-36-2020, caratulada “Municipalidad de Pu-
cón y otros con COEVA de la Araucanía”, de 17 de marzo de 2022.
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En síntesis, en la jurisprudencia analizada se puede observar que efec-
tivamente se produjo una transición desde una interpretación restrictiva de 
los citados artículos 8º, 9º ter, 31 y 54 de la Ley de Bases Generales del 
Medio Ambiente (Ley Nº 19.300), que entendía a los municipios como 
meros servicios públicos colaboradores del Servicio de Evaluación Am-
biental, hacia una interpretación sistemática que descansa, por una par-
te, en una extensión de la presunción de interés contenida en los citados 
artículos 54 de la Ley Nº 19.300, 18 de la Ley Nº 20.600 y 21 Nº 3 de la 
Ley Nº 19.880, y, por la otra, en las atribuciones esenciales municipales 
contenidas en los artículos 118 de la Constitución Política y 1º, 3º, 4º y 28 
de la Ley Orgánica de Municipalidades, que regulan la autonomía munici-
pal, su deber institucional de satisfacer los intereses locales, sus atribucio-
nes asociadas a la promoción del desarrollo comunitario, la protección del 
medioambiente local y a la posibilidad de asumir la representación judicial 
de la comuna en todo asunto en que éste tenga interés. Todo esto bajo la 
lógica de que las decisiones que se adopten a propósito de la evaluación 
de impactos ambientales evidentemente se relacionan con la efectividad de 
dichas atribuciones y suponen una potencial afectación de los intereses que 
los municipios están llamados a proteger.

Asimismo, cabe develar que esta transición implica una derrota del pri-
mer criterio a manos del segundo, pues si consideramos que el concepto 
de competencias residuales locales sugiere que estas son todas aquellas 
DWULEXLGDV�DO�JRELHUQR�ORFDO�GDGR�TXH�OD�&RQVWLWXFLyQ�QR�ODV�FRQ¿HUH�H[SUH-
samente a los gobiernos nacionales ni regionales, entonces resulta impro-
pio sostener que el municipio se encuentre ejerciendo una competencia de 
tales características al accionar en interés de la comunidad, máxime si para 
MXVWL¿FDU�OD�SULPDFtD�GH�GLFKR�LQWHUpV�VH�KDFH�DOXVLyQ�D�ODV�FRPSHWHQFLDV�
que les han sido otorgadas por la Constitución Política, amén de que es 
desde dicha norma fundacional que se construye la antedicha interpreta-
ción sistemática y armónica de las leyes aplicables.

Ahora bien, lo concluido hasta ahora pareciera señalar de manera pre-
via que no es mucho más lo que puede decirse sobre el tema. No obstante, 
FUHR�TXH�HVWD�SUREOHPiWLFD�GHO�LQWHUpV�HV�PDQLIHVWDFLyQ�GH�XQ�FRQÀLFWR�GH�
orden institucional que, como ha sido zanjado por aplicación directa de 
las normas constitucionales, debe ser entendido en los términos de estas. 
En efecto, si el interés legítimo para intervenir ante la autoridad ambiental 
cada vez que esta se disponga a dictar un acto administrativo que pueda 
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afectar a la comunidad vecinal surge directamente del artículo 118 de la 
Constitución Política y del artículo 1º de la Ley Orgánica de Municipalida-
des, entonces resulta evidente que tal atribución no solo reviste el carácter 
de esencial o exclusiva, sino que es, además, un elemento esencial de la 
RUJiQLFD�FRQVWLWXFLRQDO�PXQLFLSDO�FX\D�GHV¿JXUDFLyQ�LPSRUWD�XQD�GHVQD-
turalización de la institución.

En tal contexto, es que resulta del todo plausible racionalizar la transi-
ción desde el criterio residualista hacia el criterio del interés legítimo como 
una tardía reivindicación del carácter autónomo de los gobiernos locales, 
el cual, al encontrarse consagrado expresamente en el texto constitucional, 
es protegido por este bajo la forma de una garantía institucional, cual, en 
lo medular, importa una protección de la institución frente al resto de los 
órganos del entramado estatal que impide a estos, entre otras cosas, obsta-
culizar o coartar arbitrariamente el ejercicio de las atribuciones esenciales 
de los municipios.

4. de la GarantÍa institucional de la autonomÍa municipal

Anteriormente se observó que las competencias municipales estable-
cidas en la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente no habían sido 
establecidas por el legislador con la intención de admitir a esta un rol pro-
tagónico en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, sino que se 
les relegaba a ser meros colaboradores del Servicio de Evaluación Am-
biental en la evaluación de impactos ambientales, no siendo sus informes 
vinculantes, y que a dicha falta de vinculatoriedad se debía añadir el ca-
rácter disímil de los instrumentos de gestión en base a los cuales debía 
informar. Luego, al analizar cómo la jurisprudencia había entendido dichas 
competencias, se dio cuenta de que, en una primera etapa, se había negado 
absolutamente acceso a la justicia ambiental a los municipios, por estimar 
los sentenciadores que las atribuciones municipales invocadas admitían 
a estas un rol acotado y eran, en último término, residuales respecto del 
Servicio de Evaluación Ambiental, por lo que no podía decirse que se en-
contraran habilitadas las reclamaciones correspondientes. No obstante, en 
una segunda etapa liderada por la Corte Suprema, dicha interpretación es 
desestimada, mas no porque el criterio residualista admitiera excepciones, 
sino porque existía un criterio de orden superior cuyo origen era recondu-
cible a la Constitución Política, en virtud del que se concluyó que debía 
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existir otro concepto jurídico que sirviera mejor de sustento a tal interpre-
tación, y es aquel sustento sobre el que versa el presente apartado, el cual 
es, a saber, el de la garantía institucional de la autonomía municipal.

4.1.  La teoría de las garantías institucionales y la autonomía 
municipal

La teoría de las garantías institucionales es obra del jurista Carl schmitt, 
quien, en el capítulo 14 de su Teoría de la Constitución, a propósito de 
una distinción entre derechos fundamentales y garantías institucionales, 
sostuvo: 

“[M]ediante la regulación constitucional puede garantizarse una especial pro-
tección a ciertas instituciones. La legislación constitucional tiene entonces la 
finalidad de hacer imposible una supresión en vía legislativa. Con terminolo-
gía inexacta se suele hablar aquí de derechos fundamentales, si bien la estruc-
tura de tales garantías es por completo distinta, lógica y jurídicamente, de un 
derecho de libertad […]. La garantía institucional es, por su esencia, limitada. 
Existe sólo dentro del Estado, y se basa, no en la idea de una esfera ilimitada 
en principio, sino que afecta a una institución jurídicamente reconocida, que, 
como tal, es siempre una cosa circunscrita y limitada, al servicio de ciertas ta-
reas y ciertos fines, aun cuando las tareas no estén especializadas en particular, 
y sea admisible cierta ‘universalidad del círculo de actuación’”46.

Luego, citando la autonomía municipal como un ejemplo paradigmáti-
co de dicha teoría, señala que: 

“[E]l artículo 127 [de la Constitución Alemana de 1919], declara: Los muni-
cipios y las asociaciones de municipios tienen el derecho de administración 
autónoma dentro de los límites de la ley. Este postulado contiene una garantía 
legal-constitucional: el instituto de la autonomía queda garantizado por ley 
constitucional del Reich, de manera que la institución de la administración 
municipal autónoma como tal no puede ser suprimida, y todas las leyes que por 
su contenido objetivo nieguen esta administración autónoma del municipio, o 
arrebaten su esencia, son inconstitucionales”47.

Las instituciones así garantizadas, en tanto insertas en un sistema po-
lítico en que el legislador es elegido democráticamente y posee amplias 

46 schmitt (1928), p. 175.
47 schmitt (1928), pp. 175-176.
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facultades para regular la estructura del aparataje estatal y la vida en so-
ciedad, se erigen como un reducto cuya esencia o características esenciales 
VRQ�LQGLVSRQLEOHV�SDUD�HVWH��\�HOOR�ÀX\H�GHO�KHFKR�GH�TXH��HQ�HO�PRPHQWR�
FRQVWLWX\HQWH��GLFKD�LQVWLWXFLyQ�VH�SUHVHQWD�\D�FRQIRUPDGD�\�ELHQ�GH¿QLGD�
en sus rasgos característicos48. En otras palabras, “presupone la garantía 
un concepto de la institución generalizado en la conciencia colectiva y, en 
particular, de la comunidad jurídica”49, de modo que, si en dicho momento 
no se presentare de tal forma la institución y se requiriese, por tanto, una 
caracterización pormenorizada de esta, entonces no podríamos hablar de 
una garantía institucional propiamente tal.

En sentido contrario, una institución que fuere creada en el momento 
constituyente no gozaría de una garantía institucional que únicamente con-
¿UPDUD�VX�SUHWpULWD�H[LVWHQFLD�\�FDUDFWHUtVWLFDV�HVHQFLDOHV��VLQR�TXH�RVWHQ-
taría una garantía constitucional en tanto sería tal texto fundacional el que 
OH�GH¿QLUtD�HQ�WRGR�RUGHQ�GH�FRQVLGHUDFLRQHV�

En tal contexto, y solo para avanzar con la formulación de la teoría 
respecto de los municipios, débase consignar que, como señalamos previa-
mente, es la propia ley fundamental la que reconoce el carácter autónomo 
de los municipios y entrega el desarrollo de sus atribuciones a una ley 
orgánica constitucional.

En virtud de dichas características de la regulación constitucional de los 
municipios, son de gran utilidad los avances teóricos que la dogmática y 
jurisprudencia españolas han desarrollado sobre el contenido de la garantía 
institucional de la autonomía local, puesto que la regulación fundamental 
de esta en la Constitución española de 1978 también la reconoce expresa-
mente y entrega al legislador el desarrollo de su contenido50, amén de que 
VX�GHVDUUROOR�HV�OR�VX¿FLHQWHPHQWH�JHQpULFR�FRPR�SDUD�SHUPLWLUQRV�FRQV-
truir desde él nuestro argumento.

48 esteve (1991), p. 127.
49 parejo (1988), pp. 105-106.
50 Artículo 140 de la Constitución española de 1978: “La Constitución garantiza la au-

tonomía de los municipios. Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno 
y administración corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los Al-
caldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del municipio 
mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por 
la ley. Los Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regula-
rá las condiciones en las que proceda el régimen de concejo abierto”.
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Para comenzar el análisis cabe destacar que el objeto de protección de 
una garantía institucional es el denominado núcleo esencial de la institu-
FLyQ�GH�TXH�VH�WUDWH��VLHQGR�HVWH�HO�HOHPHQWR�FX\D�FRQ¿JXUDFLyQ�SUHVHQWD�
PiV�GL¿FXOWDGHV��SXHV��SHVH�D�TXH�HV�VDELGR�TXH�OR�FRPSRQHQ�WRGRV�DTXH-
llos elementos sin los cuales no puede decirse que estemos frente a la ins-
titución protegida, el asunto de qué tanto margen de intervención quedará 
para el legislador dependerá en gran medida de la historia constitucional 
de dicha institución.

Por de pronto, cabe señalar que el Tribunal Constitucional español ha 
establecido algunos criterios generales a los que debería mirarse para de-
terminar si se ha violado o no dicho núcleo esencial. Los asertos juris-
prudenciales relativos a la autonomía local de mayor relevancia para este 
estudio son los siguientes: 

a) Se trata de un principio constitucional que, si bien es compatible 
con el control de legalidad, no lo es con control genéricos que le 
posicionen en un plano de subordinación respecto de otros órganos 
estatales51; 

E�� 6X�REMHWR�QR�HV�XQ�iPELWR�HVSHFt¿FR�GH�FRPSHWHQFLDV��VLQR�OD�SUH-
servación de una institución en términos “recognoscibles para la 
imagen que de la misma tiene la conciencia social en cada tiempo 
lugar”52; 

c) Su contenido se extiende no solo a la protección de la institución 
IUHQWH� D� DEODFLRQHV� TXH� OD� GHV¿JXUHQ� FRPSOHWDPHQWH�� VLQR� TXH�

51 Tribunal Constitucional de España, STC 004/1981, caratulada “Recurso de inconsti-
tucionalidad contra diversos preceptos de las Leyes de Bases del Régimen Local; de 
la Ley de Bases de Sanidad Nacional; de la Ley de Montes; de la Ley de Bases del 
Estatuto del Régimen Local”, de 2 de febrero de 1981. Recurso de inconstitucionali-
dad contra diversos preceptos de las Leyes de Bases del Régimen Local, de la Ley de 
Bases de Sanidad Nacional, de la Ley de Montes y de la Ley de Bases del Estatuto de 
Régimen Local (1980).

52 Tribunal Constitucional de España, STC 032/1981, caratulada “Recurso de inconsti-
tucionalidad contra la Ley de Cataluña Nº 6/1980, de 17 de diciembre”, 28 de julio 
de 1987, y Tribunal Constitucional de España, STC 040/1998, caratulada “Recurso de 
inconstitucionalidad contra la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado 
y de la Marina Mercante”, de 19 de febrero de 1998. Recurso de inconstitucionalidad 
contra la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la marina mer-
cante (1993).
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también al derecho que esta supone para la comunidad local para 
participar en el gobierno y administración de cuánto asunto les ata-
ñen53, y 

d) Es contrario a la autonomía el impedir la intervención municipal en 
todos los asuntos que digan relación con los intereses de la comuni-
dad local a la cual sirve54.

Por otra parte, a lo dicho por los autores parejo y esteve, debe sumarse 
lo dicho por muñoz, quien ha sostenido que los elementos característicos 
de este denominado núcleo esencial de la autonomía, según su consagra-
ción en los artículos 137 y 142 de la Constitución española de 1987, que 
servirían de límite material para el legislador autonómico y central son la 
existencia misma de la institución; su forma de organización democrática 
y representativa; su legitimación normativa directa derivada de su carác-
ter colectivo; la gestión de sus respectivos intereses o el núcleo esencial 
de asuntos que conciernen a la propia localidad y que les habilita a par-
ticipar en otros asuntos públicos que afecten sus intereses; ausencia de 
interferencias, mandatos o controles políticos ejercidos por las administra-
ciones territoriales superiores; reserva de ley que impide su supresión, su 
vaciamiento de contenido, ni la privación arbitraria de sus competencias; 
VX¿FLHQFLD�¿QDQFLHUD�\�DWULEXFLyQ�GH�SRWHVWDGHV�HVHQFLDOHV�SDUD�VX�DXWRJR-
bierno, y, por último, legitimación activa para accionar ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa contra las decisiones y normas reglamentarias 
que afectasen sus intereses y competencias55.

&RQFXHUGR�WDPELpQ�GH�VX�SUHYHQFLyQ�¿QDO�HQ�RUGHQ�D�TXH��HQ�OD�PHGLGD�
en que se engrose la regulación constitucional de estas entidades y se les 
otorguen estas garantías directamente por la norma fundacional, entonces 
será innecesario hablar de garantía institucional como la hemos entendido, 

53 Tribunal Constitucional de España, STC 027/1987, caratulada “Recurso de inconsti-
tucionalidad contra la Ley Nº 2/1983, de 4 de octubre, de la Generalidad Valenciana”, 
de 27 de febrero de 1987. Recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 2/1983, de 4 
de octubre, de la generalidad valenciana (1984).

54 Tribunal Constitucional de España, STC 170/1989, caratulada “Recurso de inconsti-
tucionalidad contra la Ley de la Comunidad Autónoma de Madrid Nº 1/1985, de 23 
de enero”, 19 de octubre de 1989. Recurso de inconstitucionalidad contra la ley de la 
comunidad autónoma de Madrid, 1/1985, de 23 de enero (1985).

55 muñoz (2015), pp. 144-146.
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y lo propio será hablar, como se ha señalado anteriormente, de garantías 
FRQVWLWXFLRQDOHV�TXH�SXHGHQ�VHU�GHULYDGDV�GLUHFWDPHQWH�\�VLQ�GL¿FXOWDGHV�
de su texto.

(Q�GH¿QLWLYD��HV�SRVLEOH�DVHYHUDU�TXH�OD�HVHQFLD�GH�OD�DXWRQRPtD�ORFDO��
además de asegurar la existencia misma de la institución, protege la potes-
tad para gestionar sus asuntos bajo su propia responsabilidad sin interfe-
rencias; que ello deriva de su forma de organización democrática y repre-
sentativa, y que ello, a su vez, es el fundamento de su legitimación activa 
para accionar en defensa y representación de sus intereses cuando estos se 
vieren afectados por el accionar de las otras administraciones.

4.2.  La garantía institucional de la autonomía en el modelo 
nacional

Como se señaló, el municipio chileno es autónomo por expresa dis-
posición constitucional, por lo que ahora corresponde caracterizar dicha 
autonomía. Para ello menester es tener presente no solo la historia jurídi-
co-política de su establecimiento como parte integrante del aparataje esta-
tal, sino que también lo que sobre esta ha dicho el Tribunal Constitucional, 
conociendo de la constitucionalidad de los diversos proyectos que a esta se 
UH¿HUHQ��(VWH�DQiOLVLV�LQFOX\H��SRU�VXSXHVWR��D�ORV�SHUtRGRV�EDMR�UHJtPHQHV�
autoritarios, pues la persistencia de una institución incluso en períodos de 
tal naturaleza es, sin duda, sintomático de la imagen que de esta existe en 
la conciencia colectiva, en general, y en la conciencia del mundo jurídico, 
en particular.

Ningún análisis del municipio puede prescindir de hacer una breve refe-
rencia al cabildo abierto colonial, tanto porque era la instancia deliberativa 
en que el propio vecindario decidía sobre los asuntos de su interés, cuanto 
porque jugaron un rol protagónico en las independencias latinoamericanas 
y en la conformación del Estado durante sus primeros años de existencia56.

En efecto, en palabras de valdebenito, el período entre 1810 y 1854 
es uno de transición en que, ante municipios que ejercían competencias 
derivadas directamente del texto constitucional, derivadas de la práctica 
secular, el legislador se dio la misión se encauzar su actuar mediante la 

56 alemparte (1940), passim; merino (2021), (s.p.).
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dictación de leyes reguladoras. En efecto, podría decirse que es la Ley Or-
gánica de Municipalidades de 1854 –que viene a desarrollar el concepto de 
municipio de la Constitución Política de 1833– con la que da comienzo la 
historia jurídica del municipio chileno moderno. Este primer acercamiento 
D�XQ�UpJLPHQ�RUJDQL]DWLYR�XQL¿FDGR�WHQtD�XQ�PDUFDGR�FDUiFWHU�FHQWUDOLVWD��
y era acorde con el texto constitucional vigente y con las normas que a pro-
pósito de aquel se habían dictado a la fecha, las cuales venía a recopilar57.

Entre las características más relevantes de dicha ley cabe destacar las 
siguientes: 

a) Territorialmente se constituyeron en todos los departamentos en 
que se subdividieran las provincias; 

b) Para el ejercicio de sus funciones contaba con un órgano ejecuti-
vo compuesto por regidores electos por voto popular, por alcaldes 
elegidos entre aquellos, por el gobernador del departamento y un 
subdelegado que ejerciera funciones en dicho departamento; 

c) En su cabecera, en conformidad con el artículo 127 de la Constitu-
ción vigente a esa fecha, se encontraba el gobernador en calidad de 
jefe superior del departamento, quien era designado directamente 
por el presidente de la República a propuesta del correspondiente 
intendente provincial; 

d) El municipio poseía amplias competencias en diversas áreas, tales 
como productividad, educación, fomento y aseo y ornato, salud, por 
nombrar algunas; 

e) Ejercía funciones de policía; 

f) También ejercía funciones legislativas locales (ordenanzas y regla-
mentos), y 

J�� 1R�FRQWDED�FRQ�DXWRQRPtD�¿QDQFLHUD��VLQR�TXH�VX�SUHVXSXHVWR�GH-
bía ser visado por el presidente de la República.

El hito histórico de relevancia que seguiría a la fórmula de 1854 sería la 
Ley de Comuna Autónoma de 1891. Esta, en lo medular, a diferencia de su 
predecesora, dispuso la independencia jurídica y económica de los muni-
FLSLRV��\��VL�ELHQ�QR�PRGL¿Fy�OD�HVWUXFWura de las máximas autoridades co-

57 valdebenito (1973), p. 33.
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munales –persistían los regidores elegidos por voto popular y los alcaldes 
elegidos entre estos, gobernando en conjunto con los agentes del Gobierno 
Central–, innovó en diversos aspectos. En efecto, amplió sus atribuciones; 
equiparó en funciones a los alcaldes con el dúo gobernador-subdelegado, 
además de quitarle el derecho a voto a estos últimos; estableció seis fuen-
tes de ingresos para los municipios, y estatuyó una denominada asamblea 
de contribuyentes, núcleo deliberativo compuesto por los vecinos de la 
FRPXQD�\�TXH�HMHUFtD�IXQFLRQHV�HMHFXWLYDV��QRUPDWLYDV�\�¿VFDOL]DGRUDV58. 

'LFKD� QRUPD� VHUtD�PRGL¿FDGD� OXHJR� SRU� OD� /H\�1�� ������� GH� ������
que sustituiría la asamblea de contribuyentes por la asamblea de electo-
res, cambiando su conformación y reduciendo su ámbito de competencias, 
SHUR�PDQWHQLHQGR�OD�FRQ¿JXUDFLyQ�GH�LQVWLWXFLRQDO�PXQLFLSDO�

Con la Constitución Política de 1925 y el Decreto Ley Nº 740, de 1925, 
en conjunto con propugnarse la descentralización del Estado y utilizarse 
como base el diseño de la Ley de Comuna Autónoma, se estableció un 
modelo municipal que, por una parte, contaba con autoridades elegidas por 
YRWR�SRSXODU��FRQ�DWULEXFLRQHV�HVSHFLDOHV�R�SURSLDV�GH�JUDQ�HVSHFL¿FLGDG��
con ingresos propios, con autonomía para el ejercicio de sus funciones y 
que, por la otra, a modo de contrapeso, estaba sujeta al control de funcio-
narios designados por el presidente y a la vigilancia de las asambleas pro-
vinciales. No obstante, dado que estas últimas nunca se constituyeron59, 
en los hechos, persistía un importante intervencionismo centralista en su 
gestión. 

Por último, de este período interesa destacar la sistematización de mo-
GL¿FDFLRQHV�PXQLFLSDOHV�TXH�VH�KLFLHUH�SRU�PHGLR�GH�OD�/H\�1����������GH�
1955. Su relevancia radica en que vino a perfeccionar el régimen interno 
municipal y a consolidar la división de poderes a su interior. En efecto, 
ahora podían distinguirse claramente los órganos encargados de legislar, de 
los órganos encargados de hacer cumplir dichas resoluciones y de juzgar a 
quienes infringieran la normativa local.

Pese a los avances, las opiniones sobre el régimen comunal que pervi-
viría con matices hasta el año 1975 fueron dispares. Para algunos autores, 
“demostró la inmensa importancia que tienen las libertades municipales 

58 salazar (2019), pp. 68-70.
59 salazar (2019), pp. 158-159.
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y la imperiosa necesidad que había de la descentralización administrativa 
de nuestro país”60, y, para otros, que esta les quedaba grande, pues “en ese 
tiempo se han visto detenidos el progreso de nuestras ciudades y la segu-
ridad de nuestros campos”61. Cabe aclarar, sin embargo, que ya se advirtió 
que las falencias del modelo autonómico no tienen su razón de ser en este, 
sino en una serie de problemáticas ajenas al mismo, pero que mermaron su 
efectividad y afectaron en último término su reputación institucional.

Con la instauración del régimen militar en el año 1973, se derogaron 
todas las normas sobre atribuciones municipales y se dictó, provisoriamen-
te, el Decreto Ley Nº 1.289, de 1975, mediante el que se transformó al 
municipio en un servicio público sujeto al control del Gobierno Central. 
Para ello se eliminaron los cargos elegidos por voto popular, pasando su 
máxima autoridad –un único alcalde– a ser designado directamente por el 
presidente de la República, y quedando la participación de la comunidad 
en manos del consejo de desarrollo comunal, órgano colegiado presidido 
por el alcalde y compuesto por representantes de organizaciones territo-
ULDOHV�\�IXQFLRQDOHV�FRPXQDOHV�D¿QHV�DO�UpJLPHQ��\�SRU�UHSUHVHQWDQWHV�GHO�
PXQLFLSLR��FX\DV�IXQFLRQHV�HUDQ�HVHQFLDOPHQWH�¿VFDOL]DGRUDV�

(O�UpJLPHQ�GH¿QLWLYR�GHO�PXQLFLSLR�GH�OD�GLFWDGXUD�IXH�HVWDEOHFLGR�HQ�
la Constitución Política de 1980, y de la discusión de esta en la comisión 
encargada de su redacción –Comisión de Estudios de la Nueva Constitu-
ción Política de la República de Chile o coloquialmente Comisión Ortúzar 
(CENC)– resulta fundamental destacar las siguientes intervenciones.

En la discusión sobre si el municipio debía ser concebido como un ser-
vicio público o algo distinto, el presidente de la subcomisión encargada del 
nuevo régimen local, el señor José Fernández Richard, sostuvo que: 

“[E]l municipio […] es una institución a nivel mundial; no es una creación chi-
lena. Tal como se lo concibe […] está integrado por el Consejo de Desarrollo 
Comunal, que cuenta con una participación mayoritaria del vecindario, de las 
organizaciones comunitarias, y de los sectores laborales, teniendo a su cargo 
la administración local. Tal como se ha dicho, los municipios no son ya un ser-
vicio, porque abarcan diversas funciones que comprenden la totalidad de los 
intereses del vecindario. En consecuencia, se declarar totalmente de acuerdo 

60 valdebenito (1973), pp. 35-36.
61 Ídem.



Artículos AníbAl Acevedo esbeile

Págs. 101 - 154 [2022]

JusticiA AmbientAl n° 14 
revistA de derecho AmbientAl de lA onG FimA

144

con que se innove en el texto y se designen a las municipalidades como orga-
nismos de derecho público”62.

Por su parte, siguiendo con tal discusión, el señor Arturo Aylwin, miem-
bro de la Subcomisión sobre Descentralización Administrativa y Regional, 
aseveró que:

“[…] otra idea fundamental es que el municipio, por esencia, debe ser un orga-
nismo de base, ya que debe recoger las aspiraciones de la comunidad proyec-
tándolas hacia el gobierno central […] de todos los organismos del Estado, el 
municipio debe ser el más abierto, en que haya una representación mayoritaria 
de las organizaciones comunales, para que éstas a través de los municipios 
puedan tener un poder real de intervención en los procesos de planificación re-
gional, en los presupuestos y en todo el proceso administrativo del Estado […] 
en consecuencia, cuando se dice que el municipio es integrante del Estado, tal 
afirmación no es opuesta a la otra idea de que debe ser un organismo de base, 
representativo de la colectividad y que debe, por lo mismo, gozar de amplias 
atribuciones, de amplia autonomía para actuar”63.

En ese sentido, débase destacar que para el comisionado señor Ortúzar, 
presidente de la comisión, “el carácter de las municipalidades dependerá 
de dos elementos: del sistema de designación del alcalde, si es elegido por 
la ciudadanía local es obvio que el municipio no será un servicio público, 
y en seguida (sic) de las atribuciones que se le otorguen”64.

En consonancia con ello, el comisionado Guzmán sostuvo que era fun-
damental distinguir la bajada del gobierno central hacia lo local: 

“[D]e la agrupación natural que representa el municipio como expresión de 
una entidad de carácter vecinal […] en tanto, la sociedad está concebida como 
expresión que nace desde el hombre y la familia y se va proyectando hasta cul-
minar en el Estado, y entendiendo que cada una de estas entidades intermedias 
está dotada de autonomía para cumplir sus fines propios, es evidente que la 
agrupación debe tener un lugar incuestionable”65.

(QVHJXLGD�� D� OD� MXVWL¿FDFLyQ�GH� TXH� OD� FRPSOHML]DFLyQ�GH� ODV� QHFHVL-
dades públicas locales y la falta de recursos para ello hacía aconsejable 

62 Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (1973), tomo I, p. 594.
63 Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (1973), tomo I, p. 596.
64 Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (1973), tomo XI, p. 85.
65 Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (1973), tomo XI, p. 87.
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que estas fueran de tuición directa del poder central, el comisionado señor 
Carmona aclaró que ello era “ajeno a la existencia misma de las munici-
palidades y fácilmente soluble por la vía de que el Estado preste apoyo a 
corporaciones que son y debe continuar siendo diferentes de él […] [no 
parece prudente] que el Presidente de la República designe a todos los 
funcionarios del país, hasta llegar al último eslabón regional, porque ello 
VLJQL¿FDUtD�XQD�HVWDWL¿FDFLyQ�YLROHQWD��FHUUDGD��FRQFHQWUDGD�HQ�OR�SROtWLFR�
y administrativo”66.

Finalmente, parece prudente, habida consideración de las particulari-
dades del contexto histórico en que se produce esta discusión, develar lo 
señalado por el comisionado Guzmán en cuanto a que el municipio cons-
tituye una institución mediante la que el vecindario propenderá a alcanzar 
en comunidad objetivos que no puede alcanzar cada vecino por sí solo, 
VLHQGR�DTXHOOD�OD�UD]yQ�TXH�MXVWL¿FDUtD�VX�FDUiFWHU�DXWyQRPR��/D�IRUPX-
lación propuesta –prosiguió el comisionado– no miraba necesariamente 
al régimen autoritario vigente a esa fecha, sino a los regímenes políticos 
que le seguirían y que bien podrían caer en manos de personas del signo 
político contrario67.

Las intervenciones transcritas dan cuenta de que en el momento consti-
tuyente –a pesar de su carácter autoritario, y a pesar también del tenor del 
referido Decreto Ley Nº 1.289, de 1975, de la norma transitoria dictada a 
propósito de la dictadura– respecto de las características esenciales persis-
tía, con matices propios de la tensión centralista del país, el acuerdo histó-
rico en relación a la necesidad de que el municipio se constituyese como 
una institución distinta del Gobierno Central, cuyas máximas autoridades 
no fuesen designadas por este, y que, además, debía tener autonomía para 
la gestión de los intereses de la comunidad local.

Enriquecería esta regulación la sentencia del Tribunal Constitucio-
nal dictada en causa Rol Nº 54-1988, sobre control preventivo de la Ley 
Nº 18.695, que discurriría en el siguiente sentido sobre las atribuciones 
edilicias:

“Que, de esta manera, en el proyecto se precisan las atribuciones que corres-
ponde determinar a la ley orgánica constitucional y que son aquellas que re-
visten el carácter de esenciales y que taxativamente se señalan en dicha ley. 

66 Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (1973), tomo XI, p. 148.
67 Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (1973), tomo XI, p. 149.
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Por su parte, todas aquellas normas que hayan otorgado u otorguen a las mu-
nicipalidades que no revisten el carácter de esenciales quedan entregadas a la 
ley común. Lo anterior claro está, en el entendido que esta legislación común 
vigente o futura no menoscabe, entrabe o imposibilite el cumplimiento de una 
función o el ejercicio de una atribución esencial que haya sido entregada por la 
ley orgánica constitucional sobre municipalidades”68.

Enseguida, como se dijo en la introducción, pese a que la Constitu-
ción Política de 1980 en su primera versión no reconocía expresamente 
al municipio como ente autónomo, el Tribunal Constitucional se encargó 
GH�SUHFLVDU�TXH�HOOR�ÀXtD�GLUHFWDPHQWH�VXV�FDUDFWHUtVWLFDV�FRQVWLWXFLRQDOHV�
(causa Rol Nº 80-1989).

(Q�VtQWHVLV��OD�FRQ¿JXUDFLyQ�LQVWLWXFLRQDO�GHO�PXQLFLSLR�DO�¿QDOL]DU�OD�
dictadura era una expresión clara de la tensión histórica inherente a esta. 
Por una parte, se le reconocía como un órgano autónomo con atribuciones 
exclusivas protegidas de los excesos del legislador y del resto de los ór-
ganos estatales, pero, por la otra, persistía el intervencionismo centralista 
en la forma de designación de sus máximas autoridades y ello permeaba 
inevitablemente su gestión.

No obstante, una vez restaurada la democracia, mediante las Leyes 
Nºs. 19.097, 19.130, 19.452, 19.602, 19.704 y 20.500 se corregirían dichos 
resabios autoritarios y, en sintonía con el principio de la descentralización, 
se restauraría progresivamente su carácter autónomo mediante sendas re-
formas a su consagración constitucional, a sus atribuciones, a los regíme-
nes de elección de las autoridades comunales, de los instrumentos de ges-
tión local y de los mecanismos de participación directa de la comunidad en 
todos los asuntos de interés local.

Por tanto, es posible sostener con propiedad que el municipio actual, 
en tanto órgano con autonomía para la gestión y satisfacción de los inte-
reses locales cuyas máximas autoridades son elegidas democráticamente, 
es titular de una garantía institucional que le protege de las arbitrariedades 
del legislador y del resto de los órganos estatales. Su historia da cuenta de 
una institución que, en sus orígenes, sirvió de base para la construcción del 

68 Tribunal Constitucional, causa Rol Nº 54-1988, “Control de constitucionalidad res-
SHFWR�GHO�SUR\HFWR�GH�OH\�TXH�PRGL¿FD�OD�/H\�1����������2UJiQLFD�&RQVWLWXFLRQDO�GH�
Municipalidades”, 19 de abril de 1988. Control preventivo de la Ley Nº 18.695 (1988), 
Rol Nº 54-1988.
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Estado; que, una vez consolidada la independencia y habiéndose dictado 
la primera Constitución, persistió con matices como el órgano encargado 
preferentemente de la gestión de los asuntos locales, y que, pese a los re-
WURFHVRV�TXH�VLJQL¿Fy�HO�UpJLPHQ�PLOLWDU�LQVWDXUDGR�D�SDUWLU�GH�������VR-
brevivió al proceso junto con su carácter autónomo, bajo el entendido de 
que este representa en sí mismo un valor constitucional relevante para el 
devenir nacional.

En consideración de aquella, es que se concluye que este es el concepto 
jurídico que, en último término, mejor nos permite racionalizar normati-
vamente el porqué de la derrota de la interpretación restrictiva de las com-
petencias municipales ambientales consagradas tanto en la Ley de Bases 
Generales del Medio Ambiente (Ley Nº 19.300) como en la Ley Orgánica 
de Municipalidades, en el sentido de que mediante dicha interpretación se 
GHV¿JXUDURQ� ODV� DWULEXFLRQHV� HVHQFLDOHV� FRQVDJUDGDV� HQ� ORV� DUWtFXORV� ����
3º, 4º y 28 de la Ley Orgánica de Municipalidades en relación con los 
citados artículos 21 Nº 3 de la Ley Nº 19.880; 8º, 9º ter, 31 y 54 de la Ley 
Nº 19.300, y 17 Nºs. 6 y 8, y 18 de la Ley Nº 20.600.

5. conclusiones

El objeto del presente estudio busca realizar una racionalización jurí-
dica de la evolución jurisprudencial de la Corte Suprema en materia de 
interés legítimo de los municipios en materia ambiental.

Para lograr tal cometido, en el apartado 2 (“La evaluación de impactos 
ambientales y el rol municipal en la legislación y la jurisprudencia”), a 
propósito de un análisis crítico de las competencias ambientales de los mu-
nicipios en el contexto del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, 
se concluyó que el legislador optó deliberadamente por otorgarles un rol 
colaborador acotado, y que dicho rol fue acotado aún más por el Servicio 
de Evaluación Ambiental, la Contraloría General de la República y la judi-
catura especializada, quienes, citando el criterio residualista que sostuviere 
brevemente la Corte Suprema a propósito de acciones de protección, ne-
garon que el municipio pudiera actuar como algo distinto que un servicio 
público colaborador.

Pese a lo desolador de tal panorama, en el apartado 3 (“De la interpreta-
ción de estas competencias por la judicatura nacional y de su evolución”) se 
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destacó cómo la Corte Suprema, a propósito de su propia tendencia a ser 
menos deferente con el evaluador ambiental y ante el creciente interés de 
los municipios por participar activamente del Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental, amplió su margen de participación en los diversos 
procesos destinados a evaluar impactos ambientales. Esta ampliación no 
HUD�XQ�IHQyPHQR�DLVODGR��VLQR�TXH�VLJQL¿Fy�XQD�HYROXFLyQ�GH�ORV�FULWHULRV�
jurisprudencial del máximo tribunal, quien pasó de entender a los munici-
pios como meros colaboradores del Servicio de Evaluación Ambiental en 
el del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, a entenderlos como 
entes colectivos plenamente capaces para actuar en representación de los 
intereses comunales cada vez que estos se vieren afectados por decisiones 
administrativas de carácter ambiental. 

Finalmente, en el apartado 4 (“De la garantía institucional de la au-
tonomía municipal”), junto con aseverar que el concepto jurídico que 
mejor permitía racionalizar dicha transición era el de la garantía insti-
tucional de la autonomía local, se analizó cómo dicha autonomía era el 
atributo desde el que a sus símiles en otras latitudes se les construía una 
JDUDQWtD� LQVWLWXFLRQDO��SDUD�FX\D� MXVWL¿FDFLyQ�VH�PLUDED�D�FyPR�OD� LQV-
WLWXFLyQ�VH�HQFRQWUDED�SHU¿ODGD�HQ�HO�PRPHQWR�FRQVWLWX\HQWH�\�TXH��DO�
revisar hitos relevantes de la historia jurídico-política del municipio na-
cional, se logró dar cuenta de la persistencia de dicho carácter autónomo 
y de sus atributos esenciales (i.e., principio organizativo democrático, 
fuentes de ingresos propios, facultades esenciales protegidas frente al 
legislador, entre otras), de modo que es posible sostener que al munici-
pio nacional le asiste tal garantía y que es esta idea constitucional desde 
la que debe construirse la racionalidad de la presunción de interés que 
la jurisprudencia de nuestro máximo tribunal había extendido en materia 
ambiental.

Pese a todo lo dicho, menester es reiterar que el problema abordado 
tiene como partícipes a toda la institucionalidad nacional, desde el Ser-
vicio de Evaluación Ambiental y la Contraloría General de la República, 
pasando por el Congreso Nacional y llegando a la Corte Suprema y los a 
tribunales ambientales. En otras palabras, estamos frente a un problema 
de carácter institucional cuyo protagonista son los municipios y que con-
siste en una obstaculización arbitraria de sus atribuciones por parte de los 
reseñados órganos estatales, valiéndose de interpretaciones asistémicas e 
inarmónicas del texto constitucional y de la legalidad vigente.
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Por lo tanto, pese a que la solución propuesta en este estudio debiese 
propender a la construcción de un concepto de autonomía local más robus-
to, es forzoso relevar que persiste la necesidad de que, para que una garan-
tía como la propuesta sea realmente efectiva, se establezcan mecanismos 
de justicia constitucional y/o contencioso-administrativa que permitan a 
los municipios accionar cada vez que sus atribuciones sean afectadas ar-
bitrariamente por la acción de otros órganos del entramado estatal, como 
sucede en el caso en comento. Mientras ello no ocurra, los consistorios se 
verán obligados a continuar utilizando impropiamente otros mecanismos 
institucionales para la resolución de tales controversias, ninguno de los 
cuales está diseñado ni ofrece garantías procesales para hacer frente al tipo 
de problemática competencial que representan las afectaciones a las garan-
tías institucionales.

/R�DQWHULRU�QR�HV�yELFH�D�TXH��HQ�GH¿QLWLYD��VH�SXHGD�VRVWHQHU�TXH�HO�
interés legítimo de los municipios para tener un rol preponderante en la 
evaluación ambiental surge directamente de su consagración constitucio-
nal como encargados de satisfacer las necesidades de la comunidad local 
y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de 
las respectivas comunas, y que esta se encuentra protegida por la garantía 
institucional propia de la autonomía del municipio. Es el propio texto cons-
titucional el que, por una parte, permite una interpretación amplia de los ar-
tículos 1º, 3º, 4º y 28 de la Ley Orgánica de Municipalidades, y del artículo 
21 Nº 3 de la Ley Nº 19.880, y, por la otra, da sentido a la presunción de 
LQWHUpV�FRQWHQLGD�HQ�HO�LQFLVR�¿QDO�GHO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\�1���������\�HQ�
el artículo 54 de la Ley Nº 19.300, de modo que no se construye esta desde 
abajo, sino que su racionalidad normativa tiene su origen en la citada nor-
ma fundacional por haberlo querido así el constituyente de 1980, y haberlo 
TXHULGR�DVt�WDPELpQ�HO�OHJLVODGRU�GHPRFUiWLFR�DO�UHIRU]DU�VLJQL¿FDWLYDPHQ-
te su carácter democrático, sus atribuciones exclusivas y los mecanismos 
de participación de la comunidad en su gestión.

Es por ello, además, que el criterio residualista deviene en ininteligible 
en materia de evaluación ambiental, pues la presunción de interés permite 
superar las interpretaciones restrictivas de los artículos 8º inciso tercero, 
9º ter, 31 y 54 de la Ley Nº 19.300, y de las competencias ambientales 
consagradas en la Ley Orgánica de Municipalidades, y permite, además, 
sostener que negar acceso a la participación y justicia ambiental a los mu-
nicipios basándose en estas es inconstitucional, pues constituye una limita-
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ción arbitraria de una de las atribuciones características de la autonomía de 
que estos son titulares por decisión de la Constitución y la ley.

Adicionalmente, menester es hacer presente que es el concepto de de-
mocracia ambiental que ha recogido nuestra jurisprudencia, el que, sin ser 
el marco teórico desde el que se ha construido la evolución aquí reseñada, 
ha sentado las bases para dar cabida al cambio, ya porque ha ampliado 
VLJQL¿FDWLYDPHQWH� ODV� YtDV� GH� DFFHVR� D� OD� MXVWLFLD� DPELHQWDO� �i.e., tesis 
de la invalidación impropia), ya porque ha ampliado también el acceso 
a la participación ciudadana en materia ambiental (i.e., participación en 
declaraciones de impacto ambiental). De este modo, no debe perderse de 
vista la íntima conexión existente entre el derecho fundamental a un me-
dio ambiente ecológicamente sano, el contenido deliberativo de la partici-
pación ciudadana en materia ambiental69 y el reseñado rol constitucional 
de los municipios, el cual, concluimos, se encuentra protegido por una 
garantía institucional radicada en su carácter autónomo y en su origen 
democrático.

Dicha relación implica que, si entendemos a la participación ciudadana 
en materia ambiental como elemento integrante de la antedicha garan-
tía constitucional a un medio ambiente sano, en su aplicación se deben 
considerar variables como los riesgos tolerables de la actividad someti-
GD�D�HYDOXDFLyQ�DPELHQWDO��OD�GLVWULEXFLyQ�GH�ODV�FDUJDV�\�EHQH¿FLRV�TXH�
irrogue y la contribución que esta hace al desarrollo sostenible. En tal 
contexto resulta indiscutible que a los municipios les corresponde un rol 
preponderante en dicha deliberación, pues su mandato constitucional es 
propender al desarrollo sostenible y resguardar a sus habitantes, y es la 
razón por la que resulta ininteligible que sean considerados como meros 
servicios públicos colaboradores del evaluador ambiental y que se restrin-
MDQ�VXV�FRPSHWHQFLDV�DFXGLHQGR�D�QRUPDV�FX\D�¿QDOLGDG�HUD�OLPLWDU�GLFKR�
mandato, pese a las prevenciones que hiciere el Tribunal Constitucional 
en el año 1988.

Asimismo, queda pendiente el estudio de qué particularidades de la 
KLVWRULD� LQVWLWXFLRQDO� GHO�PXQLFLSLR� MXVWL¿FDQ� HVWH� HPSRGHUDPLHQWR� SDUD�
impugnar acciones u omisiones de contenido ambiental; esto es, qué ten-
VLRQHV�R�GH¿FLHQFLDV�GH�GLVHxR�LQVWLWXFLRQal viene en corregir el municipio 

69 costa (2020), passim.
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al acceder a la justicia ambiental, y, en ese sentido, qué relevancia tiene, 
en último término, el reconocimiento efectivo de una garantía institucional 
aparejada de acceso a la justicia constitucional para defender sus intereses 
frente a leyes o interpretaciones administrativas que pretendan reducir su 
ámbito de competencias constitucionales, como ocurre tan palmariamente 
con las normas citadas de la Ley Nº 19.300.
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